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I. Planteamiento inicial

La elección presidencial del pasado 2 de julio fue sin duda una de las más competidas en la historia reciente de México.  Ella despertó no sólo el enorme interés de la opinión pública tanto nacional como  internacional, sino también provocó interrogantes a raíz del cerrado resultado, donde se hicieron diversos cuestionamientos y suspicacias sobre la imparcialidad y transparencia del proceso electoral.  Sin duda alguna se presentaron situaciones inéditas, lo que dejó grandes lecciones que constituyen retos para la actualización del marco jurídico-electoral de México. 

El  proceso fue polémico desde la antesala misma de la elección, caracterizada como nunca por una sucesión presidencial muy adelantada y alentada por el propio Presidente de la República, quien fomentó una larga pasarela de candidatos de todos los partidos e incluso de actores independientes. 

La elección estuvo caracterizada también, por la presencia del fenómeno que se ha denominado “campaña negativa” o “campaña negra”, donde se hizo un amplio uso de los medios de comunicación por instituciones, organizaciones y actores políticos, para denostar y desacreditar a otras instituciones y actores políticos.
  Asimismo ocurrieron hechos que evidencian la intervención del gobierno federal y de distintas entidades federativas, se hicieron presentes diversos escándalos políticos y estalló el conflicto de Oaxaca.  Todo lo anterior incidió significativamente en la decisión del electorado.    Cabe destacar que el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF) afirmó en su resolución, que no se acreditó el efecto de los sucesos referidos en  el voto. 

El 2 de julio y los subsecuentes días que culminaron en el fallo del TEPJF, pusieron a prueba la legislación electoral, a las instituciones electorales y al sistema de justicia electoral.  La gran pregunta que muchos han formulado es: ¿Habrán pasado todos ellos la prueba?

Mucho se ha debatido sobre qué régimen de gobierno es mejor, si el presidencial, el parlamentario o el mixto
.  El primero, según sus críticos, produce, entre otros efectos, parálisis de gobierno, el arribismo de caudillos sin control de un partido político.
  Para sus adeptos el presidencialismo tiene bondades como una división de poderes que hace el ejercicio del poder más democrático, además de permitir al electorado votar por una persona y no por un partido como obligatoriamente sucede en el parlamentarismo.

Lo cierto es que imponer una forma de gobierno que pareciera perfecta en un país que, por sus características demográficas, de ingresos per capita y nivel de vida, con diversas costumbres  y religiones, y grandes diferencias en los niveles educativos, difícilmente funcionaría correctamente.  Es por ello que una de las grandes  lecciones  que nos deja recientemente el proceso electoral, es la de adecuar los dos pilares de nuestro régimen político presidencial a la realidad de nuestro País, siendo esta muy diversa, plural, desigual y por ende, con expresiones políticas distintas.

Lo que ha venido sucediendo es que la actual competencia electoral en todos los niveles, municipal, estatal y federal en la que ningún partido político cuenta con la fidelidad o lealtad absoluta de los electores, pero sobre todo, en la que los ciudadanos han encontrado en el nivel de participación y de información, el poder de cambiar el sentido del voto en función de múltiples factores, tales como: publicidad, eventos, influencia mediática, carisma de candidatos, partido político postulante, entre otras.  Las actuales reglas del juego democrático han sido llevadas al límite, es decir, su sola interpretación literal o gramatical, no ha sido suficiente para responder y resolver casos concretos que se han suscitado (como la exagerada injerencia del Ejecutivo Federal durante las campañas en apoyo al candidato de su partido).  Por ello, los encargados de aplicar la legislación, como el Instituto Federal Electoral (IFE) y el TEPJF, en muchos de los casos, han tenido necesidad de recurrir a los métodos de interpretación sistemático y funcional para estar en condiciones de resolver los distintos casos que se les presentan, emitiendo, en muchos de los casos, fallos o resoluciones polémicos y controvertidos.

El sistema de partidos y el sistema electoral constituyen el engranaje de todo país.  En sociedades más homogéneas como la inglesa, el parlamentarismo ha funcionado durante años sin que haya requerido mayores reformas.  México ha tenido avances considerables en el fortalecimiento de su sistema de partidos y electoral, sin embargo aún es necesario instrumentar métodos y normas que permitan establecer una plena y real democracia.  Hoy en día la población ejerce su derecho al voto y lo utiliza como un instrumento que cumple diversas funciones de acuerdo al criterio de cada elector.  Como ejemplo de ello, tenemos lo siguiente:

El voto retrospectivo. El voto para castigar a un partido político por no realizar satisfactoriamente su gestión, permitiendo que exista una alternancia en el poder.

El voto del miedo.  El voto que se utiliza  para evitar que un candidato que se considera dañino para nuestro futuro, nos gobierne.

El voto útil. El voto para intentar que gane un candidato en específico, a pesar de que no sea el candidato de nuestra preferencia.  Este tipo de voto, aunado al del miedo, como producto de las campañas negativas o negras, fueron los que imperaron en la pasada elección.  El objetivo era evitar que Andrés Manuel López Obrador ganara la elección ya que representaba un “peligro para México”.  Según estudios de opinión,
 que se realizaron, esta situación provocó que diversos priístas que veían pocas posibilidades en su candidato, votaran por Felipe Calderón para no “desperdiciar su voto”.

El voto útil alcanzó su máxima expresión en México hace seis años, donde la consigna fue entonces “sacar al PRI de los Pinos”; situación que se dio sin que la población se preocupara sobre la experiencia y capacidad política del candidato ganador.  Este voto útil se tradujo en una mera alternancia sin resultados positivos, provocando una parálisis legislativa y un fin de sexenio turbulento generado por un proceso electoral cuestionado.

Es por ello que el sistema de partidos y el sistema electoral, deben revisarse y adecuarse constantemente en un País con las características como el nuestro.  El avance en la apertura democrática de los ciudadanos, obliga a hacer serias reflexiones y modificaciones que prevean que las elecciones en México serán cada vez más complejas, competidas y con mayores índices de participación. 

En suma, no hay un régimen político perfecto.  El mejor sistema de gobierno es el que tiene el diseño institucional que funciona mejor en cada nación de acuerdo a su realidad.

Tomando en consideración que toda legislación es perfectible y su puesta en vigencia obedece a las circunstancias y momentos determinados, se puede decir que la legislación vigente en materia electoral, conformada por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, así como la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, merece ser revisada y actualizada a fin de colmar las lagunas existentes para estar en condiciones de responder a las necesidades actuales.

Los retos que enfrenta el sistema electoral mexicano se constituyen principalmente en:

· Reformas claras y precisas que no dejen a la interpretación de algún actor el destino de los gobernados.  

· Dar certidumbre al ciudadano sobre el valor de su voto.  Es fundamental que la población sepa que su voto incidió o no en el resultado de una elección, de lo contrario, el abstencionismo llegará como un retroceso inadmisible a nuestra democracia.

· Dar certidumbre y fortaleza a nuestras instituciones que son sin duda alguna, uno de los grandes logros de la democracia mexicana.

· Generar mecanismos para dar certeza sobre los resultados al electorado, y así evitar cuestionamientos en torno a futuros procesos electorales.

· La democracia es un gran logro que no debe costar tan caro. Es un estilo de vida al que nuestras generaciones deben acostumbrarse,  se debe crear un engranaje legal adecuado que se aplique en cualquier tipo de circunstancia que permita desahogar un resultado justo y legítimo.

Se hace urgente, cada vez más, pugnar por una democracia no costosa, eficaz, legítima y con la certeza suficiente para cada miembro de la sociedad que emita su voto en una urna.

II. Reforma del Estado

La reforma del Estado en Latinoamérica tiene como causas las recurrentes crisis fiscales, la globalización de los mercados y los procesos democráticos.  Se realizan sin que se tenga una visión clara del papel que debe desempeñar el Estado y de las actividades que deben realizar las entidades públicas de tal forma que determinen su lugar en la reorientación del sector público.  Abarca tres períodos: el de ajuste de la balanza de pagos y macroeconómico, la reestructuración de los incentivos y los precios relativos; el segundo período implica la privatización y la contratación de un gran número de actividades del Estado que se consideran particularmente comerciables en un mercado y, el tercer período que comprende los ajustes institucionales a largo plazo necesario para consolidar y mantener las reformas anteriores.  Esta última reforma implica dos acercamientos.  En primer lugar, hay un consenso de que el gobierno debería involucrarse solamente en aquéllas áreas donde el sector privado no tiene una ventaja comparativa y en segundo término, que la expansión selectiva o el fortalecimiento de las actividades gubernamentales se requiere para compensar la baja provisión de bienes públicos, incluyendo los servicios básicos.

El concepto reforma del Estado es muy amplio, incluye una gran cantidad de temas que pertenecen a los ámbitos de política económica, política social, administración pública, política electoral, la naturaleza del Estado.

Las reformas al Estado son procesos inducidos cuyos objetivos esenciales buscan que el Estado asegure su supervivencia y su funcionalidad ante los incesantes cambios económicos, políticos y sociales de cada país.  La referencia a las reformas estatales en otros países permite identificar logros, fracasos y deficiencias.  Es esencial incluir en la propuesta de reforma del Estado el tipo de administración pública necesaria para responder y atender de manera eficaz las demandas de la sociedad.  En la actualidad, no es viable un Estado con una administración pública tradicional, en la cual la ciudadanía no confía, a la cual considera ineficiente, corrupta y desvinculada de los problemas sociales.

La reforma del Estado en México, implica, entre otras cosas, la necesidad de revisar el modelo constitucional actual, de gobierno, de división de poderes, de colaboración entre poderes, su relación con los sectores productivos y los factores reales de poder de este país, la función del ciudadano, su corresponsabilidad, todo ello, con la finalidad de generar crecimiento económico, funcionalidad, desarrollo y bienestar social para todos los sectores de la población en condiciones de equidad.

Ante dicho reto, “el gobierno mexicano, de los últimos años no ha sido capaz de crear condiciones apropiadas para generar crecimiento económico o para acabar con la inseguridad pública, para crear empleos, para atacar la pobreza o para dotar a los mexicanos de una educación consistente con los retos que enfrenta la población en el mercado de trabajo”.

La reforma del Estado implica no sólo una serie de modificaciones y adecuaciones legislativas sino también cambiar las reglas del juego democrático  

III. Conclusiones de la Mesa para la Reforma del Estado

	Tema 
	Conclusiones y propuestas

	I. Derechos Humanos y Libertades Públicas
	1) Garantizar la exigibilidad de todo derecho fundamental por medio de leyes constitucionales que reglamenten su debido cumplimiento; 

2) Establecer la supremacía de los Tratados Internacionales de derechos humanos frente al derecho interno; y la necesidad de reordenar el capítulo constitucional de derechos humanos.

3)  En cuanto a los acuerdos formulados dentro del eje "defensa de los derechos humanos" se acentuaron entre otros: el establecimiento de formas por las cuales sea posible dotar de efectos generales a las resoluciones de amparo dictados en contra de normas generales; el fortalecimiento de las recomendaciones de los organismos protectores de los derechos humanos a través de mecanismos de participación por parte del poder legislativo; la adopción del principio de solución pacífica de conflictos como mecanismo de arreglo ante una posible aparición de estallidos sociales internos; la elaboración de un nuevo código penal federal, así como de su correspondiente orden procesal; y una reforma integral al sistema de procuración de justicia.

4) Los principales consensos logrados en la materia de derechos civiles y políticos son: diferenciar claramente la libertad de expresión del derecho a la información, incluso  expresándolos en artículos constitucionales distintos, de esta manera se podrá adecuar la reglamentación de la libertad de expresión, así como dotar de nuevos contenidos y alcances al derecho a la información; establecer  el principio de no discriminación en rango constitucional, así como la revisión de todo el  marco legislativo, eliminando cualquier forma de segregación; la formulación de acciones afirmativas que den sustento a la equidad de género; eliminar la disposición constitucional relativa a la expulsión discrecional de extranjeros y garantizar el derecho audiencia y legalidad; ubicar el tema de libertad religiosa en el contexto de otras libertades que son su base o se encuentran asociadas con ella, como son: la libertad de conciencia,  la libertad de pensamiento, la libertad de expresión y de asociación. Estas  encuadran y permiten el ejercicio pleno y real de aquella libertad.

5) Por lo que se refiere a los derechos económicos y sociales, se planteó la urgente necesidad de dar vigencia y exigibilidad a estos derechos, reglamentando los compromisos mínimos del Estado en materia de educación, salud, vivienda, alimentación y trabajo, por medio de leyes constitucionales.

6) Finalmente, en el eje "derechos ambientales, culturales y de los migrantes" los principales consensos fueron: retomar en nuestro orden jurídico el concepto de sustentabilidad del medio ambiente como base de permanencia de la vida humana; asegurar a los distintos grupos sociales la libertad de asumir en condiciones de igualdad el goce y disfrute de sus valores y prácticas culturales, siempre que no lleguen a interferir en las funciones básicas del Estado; Concretar las modalidades, en el marco de acuerdos bilaterales y multilaterales, que garanticen el libre tránsito entre fronteras.

	II. Defensa de los derechos humanos
	1) En términos generales, el nuevo Juicio de Amparo busca:

a. Una adecuada defensa de los derechos humanos contemplados en la Constitución, así como de los derechos humanos contenidos en diversos instrumentos internacionales.

b. Que el amparo pueda aplicarse en contra de un mayor número de autoridades.

c. Que se amplíe el tipo de interés requerido para actuar en juicio, de modo que un mayor número de conflictos sociales puedan ser conocidos por los jueces federales.

d. Una ampliación de los procesos y requisitos para someter diversos actos políticos al control judicial.

e. El establecimiento de formas mediante las cuales sea posible darle efectos generales a las resoluciones de amparo dictadas en contra de normas generales.

2) Reforma y Ampliación de los Organismos Públicos Protectores de Derechos Humanos.

a. Adoptar el método de designación de los órganos que componen las comisiones protectoras de derechos humanos recomendado por las Naciones Unidas, el cual establece la representación pluralista de las fuerzas sociales.

b. Establecer el mandato de las Comisiones de Derechos Humanos en  los términos de los acuerdos y resoluciones relevantes de las Naciones Unidas. Esto es, con la mayor amplitud y claridad en el propio texto constitucional, de modo que abarque la totalidad de los derechos humanos reconocidos por el Estado Nacional y la totalidad de los poderes públicos y órganos de autoridad capaces de violarlos.

3) El Carácter de las Recomendaciones de los Organismos Públicos Protectores de Derechos Humanos.

Los mecanismos de participación por parte del poder legislativo que fortalezcan las recomendaciones de los organismos protectores de derechos humanos, podrían lograrse a través de dos mecanismos:

a. Que ante la no aceptación de una recomendación, en los casos relevantes  de incumplimiento injustificado, los Organismos Públicos Protectores de Derechos Humanos emitan un informe especial. Las comisiones de derechos humanos locales lo dirigirían a la Cámara de diputados correspondiente, y la Comisión Nacional de Derechos Humanos, a la Cámara de Senadores.

b. Una vez recibido este informe, el Poder legislativo deberá citar al servidor público involucrado a fin de que explique su actuación.

Cabe señalar que el efecto que tendría la comparecencia sería de carácter político y no jurídico. La medida estaría orientada a fortalecer las recomendaciones de los organismos protectores de los derechos humanos a través de un trabajo conjunto con el órgano legislativo.

4) Atención a Regiones de Alta Conflictibilidad

a. Adoptar los principios relativos a la solución pacífica de conflictos de nuestra Política exterior como norma interna, siendo mecanismos de solución permanentes ante la posible aparición de conflictos internos.

b. Desarrollar un proyecto integral e interdisciplinario para entender y atender (de manera simultánea) las zonas de alta conflictividad, así como las de potencial conflictividad.

c. Tanto la oficina especializada como el comisionado tendrán una dependencia jerárquica del Poder Ejecutivo con el objetivo de darle  mayor viabilidad y eficacia en el corto y mediano plazo. El Congreso de la Unión determinará, su marco legal, su tipo de autonomía, su relación con los Poderes públicos así como su vinculación con  los programas de desarrollo y con el órgano de Estado responsable de la seguridad nacional.

5) Reforma al Sistema de Procuración de Justicia

a. Que la representación social contenida actualmente dentro del ministerio público, sea ejercida por otro órgano procural (defensoría social).

b. Que el Procurador General de la República sea electo por mayoría calificada por el Senado de la República, del total de las propuestas recibidas del Ejecutivo Federal, la Suprema Corte de Justicia y del propio Congreso de la Unión.

c. Los Procuradores de cada uno de los Estados deberán ser electos por sus propias legislaturas, del total de propuestas recibidas del Ejecutivo Estatal, el Poder Judicial local y del propio Congreso local.

d. La remoción del titular sólo podrá realizarla el Senado por causas debidamente fundadas y motivadas.

e. Las funciones de la PGR estarán contenidas en su ley orgánica y se realizarán con estricto apego a la ley.

f. Para el buen desempeño de éstas contará con un consejo técnico, que proponga las bases para crear el servicio civil de carrera, y vigile la administración y disciplina de los servidores públicos. Este consejo estará integrado por nueve representantes designados en partes iguales por los tres Poderes de la Unión.

g. El Consejo determinará las bases para la creación de un órgano especializado en la investigación criminológica, que será el órgano auxiliar del M.P.

h. Se propone la creación de una ley, que establezca, bases de coordinación entre los distintos Estados, a través de un Sistema Nacional de Procuración de Justicia.

6) Reforma de Leyes y Procedimientos Penales.

a. La elaboración de nuevos códigos penales y de procedimientos penales aplicables para toda la República.

b. La legitimación del ciudadano en la acción penal en los delitos de querella de la parte ofendida y el establecimiento de un capítulo en el código de procedimientos penales, que garantice al ciudadano la demanda del ejercicio de la acción penal.

c. En cuanto a la responsabilidad objetiva y responsabilidad civil, la reforma debe promover tanto en el Ministerio Público como en el poder judicial, la conciliación y mediación como medio para lograrla, así como  el establecimiento de un fondo de reparación del daño para víctimas u ofendidos del delito, a partir de los recursos financieros provenientes de los productos de: fianzas, sanciones, multas y bienes decomisados.

El objetivo de éstas reformas sería reducir drásticamente la duración de los procesos penales mediante la intervención de mecanismos de arbitraje, oralidad, inmediatez  y descentralización, así como defensorías de oficio.

	III. Derechos civiles y políticos
	1) Libertad de conciencia y libertades religiosas.

a. El principio de libertad de conciencia es base y fuente de otras libertades. Se propone la explícita  inclusión de tal principio en el texto constitucional.

b. En esa libertad se fundamenta la libertad de la persona individual para creer o no creer en términos de convicción religiosa de conciencia. El Estado laico y democrático debe garantizar, respetar y hacer respetar el derecho de libertad religiosa así entendida de todas las personas.

c. En la libertad de conciencia, en consecuencia, se fundamenta la libertad de expresión privada y pública de las convicciones religiosas y el derecho de asociarse en torno a las mismas, la libertad de difundirlas libremente y de constituirse en instituciones que las manifiesten y representen, conforme a Derecho.

d. Los diversos aspectos y posibilidades de la objeción de conciencia deben ser analizados en el marco de los derechos y libertades precedentes.

e. Buscar la concordancia de contenidos en los artículos 24 y 130 constitucionales, a la luz del capítulo de los derechos humanos.

2) Combate a Toda Forma de Discriminación.

a. Establecer el principio de no-discriminación en la Constitución y por consiguiente su relativa ley penal.

b. La revisión de todo el marco legislativo, eliminando cualquier forma de discriminación;

c. Crear los mecanismos e instrumentos necesarios para garantizar y vigilar el cumplimiento del principio de no-discriminación en el ámbito de lo público y lo privado.

3) Equidad de género

a. Hacer una revisión profunda de la legislación existente, ya que subsisten normas discriminatorias y leyes secundarias que no coinciden con las reformas que se han hecho en las disposiciones constitucionales.

b. Dar cumplimiento a las convenciones internacionales que nuestro país ha firmado en la materia.

c. Establecer metas específicas de política económica y social por lo que se refiere a la integración plena e igualitaria de la mujer en la vida social, cultural, política y económica.

d. El establecimiento de un capítulo sobre equidad de género dentro del Plan Nacional de Desarrollo, así como la elaboración e instrumentación de un Programa de Igualdad de Oportunidades y de Trato.

e. Un conjunto de políticas públicas y de acciones afirmativas para garantizar la equidad entre géneros.

f. La creación de organismos autónomo, que se encarguen de coordinar  las políticas públicas del gobierno Federal relativas a la equidad de género.

g. Los criterios planteados en torno, a la interrupción del embarazo y su marco legal, deberán ser objeto de un análisis profundo y de un debate público informado, con la participación de los actores más relevantes y en un clima de tolerancia y racionalidad.

Esta tarea podría ser realizada, en una Comisión plural, establecida por una Ley del Congreso que tome en cuenta los aspectos de salud, derechos humanos, creencias filosóficas y datos científicos relacionados con la materia y que presente un informe en un plazo no mayor de seis meses.

4) Reforma al Artículo 33 Constitucional

a. Se consenso que la nueva legislación debe dar a los individuos que potencialmente estén sujetos a ella, una clara indicación de las razones y circunstancias por las que esa decisión deba de tomarse.

b. Establecer la garantía de audiencia y legalidad como requisito para el ejercicio de la facultad constitucional de expulsar extranjeros perniciosos.



	IV. Derechos económicos y sociales
	1) Derecho a la Educación Pública, Laica y Gratuita.

a. La obligación por parte del Estado de garantizar la igualdad de oportunidades para todos y  en todos los niveles al derecho a la educación.

b. Toda la educación que el Estado imparta no tendrá un costo mayor del que se deriva de los impuestos determinados por el mismo Estado. Por lo tanto, el presupuesto público debe proveer bienes suficientes para garantizar el efectivo cumplimiento de este derecho.

c. La educación que imparta el Estado debe preservar los principios de laicidad y neutralidad, así como las libertades de expresión y conciencia.

d. Los maestros deben respetar la obligación de reserva. En la enseñanza pública les obliga a respetar el principio de laicidad; en cambio, en la enseñanza privada les exige respetar el carácter propio de cada establecimiento.

e. El derecho a la educación debe ser igual para todos los individuos. La igualdad debe considerarse como medio y como fin en la educación.

f. El Estado deberá garantizar la pluralidad y la regionalización de la educación.

2) Derecho al Empleo y al Salario Justo.

a. Garantizar los derechos laborales que México ha suscrito en diversos Tratados Internacionales mediante su reglamentación en Leyes Constitucionales. Los principales temas que tendrán que normarse son: la libre elección del trabajo; las condiciones equitativas y satisfactorias para el trabajo; seguro contra el desempleo; garantizar el principio de trabajo igual, salario igual; la remuneración satisfactoria, que asegure al individuo como  a su familia, una existencia conforme a la dignidad humana (salario mínimo); la protección social; el derecho a fundar sindicatos y sindicarse  libremente para defensa de sus intereses; el derecho al descanso, al disfrute de su tiempo libre, a una limitación razonable de la duración del trabajo y a vacaciones periódicas pagadas.

b. Incluir en el capítulo de derechos humanos, la totalidad de los derechos laborales consagrados por la Constitución.

c. Que los órganos de protección de derechos humanos amplíen su competencia a esta materia.

3) Derechos Sociales Básicos

a. Que en la reorganización constitucional del capítulo de derechos humanos se integren la totalidad de los derechos sociales de forma organizada y adecuadamente clasificada.

b. Definir los medios de defensa específicos por medio de leyes constitucionales, garantizando así su exigibilidad.

c. El nuevo apartado de derechos humanos deberá recoger los compromisos asumidos en los diferentes Tratados Internacionales.



	V. Derechos ambientales, culturales y de migrantes
	1) Derechos Ambientales

a. Recoger y regular el concepto de sustentabilidad en la Constitución y en las leyes que de ella se derivan, con el fin de asegurar la continuidad de la biosfera y garantizar, de esta manera, el derecho de las generaciones futuras a un medio ambiente sano.

2) Carácter Pluricultural del Estado

a. Establecer con claridad la definición pluriétnica y pluricultural del Estado, legislando sobre las demandas puntuales de todos los pueblos  sobre su autonomía, acceso a recursos, participación económica y política;

b. Reconocer y garantizar la incorporación de todos los lenguajes que concurran en el tejido social y cultural del país.

c. El Estado hará respetar la diversidad cultural  siempre y cuando no inhiba los derechos fundamentales de los ciudadanos. Reconocerá y promoverá la libre creación cultural y el disfrute de las culturas originarias indígenas, mestizas, por lengua específica o de inmigración con las que el ciudadano se identifique.

3) Derechos de los Trabajadores Migrantes

a. Concretar las modalidades legales y administrativas que garanticen el libre tránsito de las personas a través de las fronteras en el marco de acuerdos bilaterales y multilaterales.

b. Promover la defensa activa de los derechos individuales, civiles, laborales, culturales y políticos de los mexicanos en el extranjero.

c. Garantizar el derecho  al voto de los mexicanos en el extranjero, así como  su representación política dentro del Congreso.

d. La plena internalización de los compromisos internacionales contraídos por México en la materia y por lo tanto su concreción dentro de la legislación interna.

Crear políticas migratorias públicas integrales que consideren la especificidad de México como país de origen, tránsito y destino de migrantes, que considere y asegure: el respeto a los derechos humanos (con especial énfasis en los laborales) de los migrantes en ambas fronteras, el interior y los países de destino, asumiendo la complejidad de este fenómeno y erradicando las perspectivas criminalizadoras. Para lograr lo anterior se propone la formulación de una política integral de protección a migrantes a partir de una revisión y evaluación de los programas hasta ahora desarrollados.



	II. Objetivos Económicos y Sociales del Estado
	I. ESTRATEGIAS PARA EL DESARROLLO INTEGRAL

1) Desarrollo Industrial

a. Diseñar una política industrial de Estado, democrática y de largo plazo, que sea capaz de explotar nuestras ventajas competitivas y crear nuevas en sectores específicos, esta política debe desarrollar instrumentos de financiamiento, tecnología e infraestructura, que doten a los productores mexicanos con las condiciones necesarias para competir ante los retos de la globalización.

b. Otorgar prioridad a la formulación y puesta en marcha de una política de fomento integral y descentralizado a las micro, pequeñas y medianas empresas.

c. Implementar los mecanismos necesarios para que la Banca de Desarrollo participe activamente en el otorgamiento de créditos a las micro, pequeñas y medianas empresas, que son las principales generadoras de empleo.

d. El reordenamiento de dependencias y entidades relacionadas con el fomento industrial, así como, la coordinación de políticas, instrumentos y recursos para responder exitosamente a la competencia internacional y al desarrollo nacional.

e. Transformar al Tribunal Fiscal de la Federación, en uno de lo Contencioso Administrativo Federal, que pertenezca al Poder Judicial de la Federación; y desincorporar la Administración General de Aduanas de la SHCP y crear una entidad descentralizada de la propia Secretaría.

2) Desarrollo Regional

a. Crear proyectos de desarrollo meso-regional y micro-regional, con la participación de todos los ámbitos de gobierno, que conlleven un nuevo enfoque en la relación del gobierno con la sociedad, con propósitos democráticos y participativos, que fomenten la el desarrollo económico y social de todas las zonas del territorio, particularmente en la zona sureste y en la franja fronteriza, tomando en cuenta las particularidades de cada región.

b. Se recomendó la creación de agrupamientos económicos (clusters), los cuales se forman al relacionar a las empresas pequeñas y medianas de una región, con las empresas líderes en la misma actividad; soportados por una infraestructura económica (recursos humanos, capital natural, financieros y tecnológicos e infraestructura básica). Con este propósito se implementarán incentivos que fomenten su creación.

II. REFORMA INTEGRAL DE LAS FINANZAS PÚBLICAS

1) Reforma Fiscal

a) Hacer de la política fiscal una política de Estado, articulada en el largo plazo con objetivos de alta prelación, tanto en el incremento de la recaudación como en el fortalecimiento del estado de derecho; así como en la promoción del desarrollo y el empleo.

b) Armonizar con criterio de equidad las cargas impositivas entre impuestos directos e indirectos, así como entre segmentos de ingreso de la población.

c) Establecer sistemas tributarios simplificados transparentes, limitativos de la discrecionalidad administrativa para facilitar el cumplimiento de las obligaciones de los contribuyentes.

d) Ampliar las facultades impositivas a los Estados sin romper la uniformidad tributaria básica, a fin de no distorsionar artificialmente la asignación de recursos entre entidades federativas; devolverles gradualmente a las entidades la administración de los impuestos federales.

e) Modificar con criterios de equidad y proporcionalidad, la distribución de las recaudaciones para el gasto público entre la federación, los estados y los municipios.

f) Dar prioridad a los proyectos estatales de inversión en la distribución de los recursos recaudatorios del país.

g) Establecer las necesidades y límites al financiamiento del déficit del presupuesto nacional, que aprobaría anualmente el poder legislativo.

h) Organizar una Convención Nacional Fiscal a fin de alcanzar apoyo ciudadano para una reforma integral; y complementarlos con mecanismos anuales de formación de consensos entre empresarios, trabajadores y gobierno. Así mismo, introducir mecanismos de recaudación-gasto a escala municipal, con la más alta participación ciudadana.

2) Órgano Descentralizado de Recaudación

a. Que el Sistema de Administración Tributaria (SAT) se transforme en un organismo descentralizado de la Administración Pública Federal; que pueda realizar cobros de otras dependencia públicas que tienen autonomía fiscal. Este organismo podría, además, recaudar los impuestos de los estados y municipios que así lo soliciten.

3) Banca Central

a. Establecer mecanismos de rendición de cuentas del Banco de México ante el Poder Legislativo.

b. Que los miembros de la Junta de Gobierno del Banco sean propuestos por la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión y aprobados por el Senado de la República.

c. Incluir dentro de los objetivos constitucionales del Banco Central, el de promover el desarrollo y el empleo.

d. En cuanto al planteamiento sobre la eliminación de la Comisión de Cambios, por unanimidad se rechazó esta posibilidad.

e. Que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores (CNBV) se convierta en un órgano autónomo, responsable ante el Congreso de la Unión, a fin  que la regulación de las actividades bancarias correspondientes, sean independientes a las coyunturas políticas.

III. POLÍTICAS DE ESTADO PARA EL DESARROLLO SUSTENTABLE

1) Inventario de los Recursos Naturales

a. Dotar al INEGI de los mecanismos legales para el perfeccionamiento y la permanente actualización de un Inventario Nacional de Recursos Naturales del territorio nacional, que permita integrar, ampliar y sistematizar el conocimiento y mantener actualizada la información sobre la cantidad y calidad de: agua subterránea y superficial, suelo y subsuelo, zonas marítimas, flora, fauna, minerales, hidrocarburos y demás recursos naturales. Como punto de partida de una política ambiental de Estado que garantice el aprovechamiento sustentable de los recursos naturales, la preservación del ambiente nacional y la restauración de los ecosistemas.

2) Consejo de Estado de Desarrollo Sustentable

a. La creación de un Consejo autónomo; que apoye que todos los programas gubernamentales contemplen estrategias de sustentabilidad y cree indicadores basados en criterios de eficiencia, eficacia y equidad, para promover la mejora continua en el desempeño ambiental gubernamental.

b. Se sugirió complementar el Consejo con un Sistema Nacional de Investigación del Ambiente Natural, que establezca los criterios y prioridades en esta materia, y de un Sistema de Información, Seguimiento y Evaluación Ambiental.

3) Coordinación Federativa en Materia Ambiental

a. Desarrollo y actualización de las legislaciones en los ámbitos estatal y municipal, en el contexto de la concurrencia y mejora de los mecanismos  de coordinación.

b. Incorporar criterios de sustentibilidad en las normas locales de carácter local.

c. Concluir con el ordenamiento territorial y definir los instrumentos idóneos para su aplicación eficiente y eficaz.

4) Justicia Ambiental

a. Reformar la Constitución Política y las leyes respectivas, para establecer un conjunto de excepciones a los principios rigen al juicio de amparo, tales como:

I) Que toda persona pueda solicitar en cualquier momento la protección de la justicia cuando su derecho a un medio ambiente adecuado sea amenazado o violado por actos de autoridad que puedan generar o estén generando agravios no reparables o de difícil reparación.

II) Que el amparo se pueda solicitar ya sea a interés de parte agraviada o, de la comunidad afectada de que sea miembro y de la propia Nación.

III) Que en los juicios de amparo seguidos por cuestiones ambientales se siga el principio precautorio, y

IV) Las sentencias que concedan el amparo deberán afectar a todas las personas involucradas en el caso especial sobre el cual verse la queja.

5) Política Energética Sustentable

a. Crear un Programa Nacional de Energía, el cual tendría que comprender los siguientes elementos: la reconversión industrial y tecnológica para el empleo de los hidrocarburos bajo modalidades sustentables; la sustitución  económica de fuentes de energía, de convencionales a no convencionales, de contaminantes a no contaminantes y de no renovables a nuevas y renovables. Todo ello, bajo la consideración de las necesidades de un crecimiento económico y social, en beneficio de las generaciones actual y futuras. Todo ello bajo una perspectiva de largo plazo.

b. Dotar a México de un sistema de contabilidad ambiental, para lograr una adecuada relación beneficio costo entre cuidado ambiental y producción de energéticos que contribuya al desarrollo sustentable.

c. A partir de una política de Estado, las empresas del sector adoptarían los sistemas de gestión ambiental, mediante los cuales se adopta como principio básico en la toma de decisiones, minimizando las externalidades negativas con criterios de justicia intergeneracional, en la evaluación y operación de los proyectos de inversión.

6) El Agua: Un Medio Estratégico para el Desarrollo y Materia de Seguridad Nacional

a. Reorganización estructural de la Comisión Nacional del Agua para que responda positivamente a los objetivos del desarrollo nacional y exista transparencia en sus acciones.

b. Creación de un Centro Nacional de Información, Estudios y Proyectos del Agua que se encargue, entre otras cosas, de: i) acciones de capacitación, ii) informar, divulgar y dar apoyo a la sociedad a través de una asistencia técnica efectiva, iii) realizar investigación aplicada sobre agua superficial y subterránea y su relación con procesos naturales y humanos, iv) formular los contenidos educativos en materia de agua v) apoyar a la capacitación de técnicos encargados del diseñar, construir y operar obras hidráulicas, vi) participar en la elaboración de las normas oficiales mexicanas y en los procesos legislativos en la materia vii) coadyuvar con los gobiernos federal, estatales y municipales con apoyo técnico para la verificación y certificación a fin de lograr elevar la calidad, eficacia y eficiencia.

IV. REVALORACIÓN DEL TRABAJO

1) Transición Laboral Pactada

a. La integración de una Mesa de Diálogo, plenamente incluyente y convocada por el Ejecutivo, para pactar los términos, vías y formas de la transición.

b. Los cambios inmediatos, con un sentido democrático y transparente, en la estructura y la política del Gobierno, la STyPS, y el resto de las instituciones laborales.

c. Remover los obstáculos legislativos para la reorganización y/o reestructuración de las organizaciones representativas de los trabajadores y los empleadores, conforme a los acuerdos a que lleguen libre,  autónoma y democráticamente.

d. El proceso político y legislativo para llevar a cabo la Reforma de la Ley Federal del Trabajo y, en su caso, del artículo 123 de la Constitución. Partiendo de una consulta democrática nacional.

e. La construcción de la nueva institucionalidad del sistema laboral y productivo moderno, incluyente y competitivo: sobre sectores y regiones, cadenas productivas, salarios y productividad, empleos y capacitación, etcétera.

2) Formas Democráticas de Gobernabilidad Laboral

a. Se propone reformar integralmente la legislación laboral. Dicha reforma debe ser resultado, no punto de partida, de acuerdos sustanciales entre capital y trabajo.

b. Las autoridades laborales se abstendrían de intervenir en el proceso organizativo y reivindicativo, respetando la autonomía y garantizando el pleno ejercicio de los derechos colectivos de sindicalización, contratación colectiva y huelga, así como actuar con equidad en la contienda entre los distintos intereses. Igualmente, se haría pública la información relativa a los registros sindicales y de contratos colectivos. Por último, se comprometerían a permitir la libre negociación de los salarios contractuales, sin topes de ninguna naturaleza ni prácticas que pudieran inhibir esta libre negociación.

c. Bajo estas reformas, los empresarios respetarían la libertad de los trabajadores de organizarse colectivamente sin intervenir de forma alguna en el proceso de organización o manipular la contratación colectiva, y asumirían el compromiso de reconocer la interlocución sindical para acordar los cambios necesarios en las condiciones y procesos de trabajo destinados a mejorar la productividad. El reconocimiento de la interlocución  deberá extenderse al ámbito sectorial, regional y nacional y deberá orientarse a acordar mecanismos destinados a prevenir y resolver los conflictos de intereses por vías alternativas a la confrontación, acordando procedimientos específicos en los contratos colectivos.

d. Restablecer el Estado de Derecho en materia laboral y sindical, eliminando  intromisiones ajenas a la vida interna de las organizaciones de los trabajadores; de esta manera se aseguran sindicatos internamente democráticos y externamente autónomos.

e. Con relación a la cláusula de exclusión, no hubo acuerdo. Se admitió la necesidad de fortalecer la libertad sindical, de un lado, y de otro, fortalecer a los sindicatos y facilitar la negociación colectiva.

3) Recuperación del Poder Adquisitivo del Salario

a. Reconstruir la figura del salario constitucional privilegiando su importancia  social, para lo cual deberá concebirse también como un instrumento para la distribución más equitativa del ingreso.  Al hacer esto no se logrará desde luego una recuperación inmediata del salario, pero sí una alternativa para su recuperación progresiva.

b. Incrementar la libertad de contratación laboral entre actores responsables y representativos, de manera que la fijación de salarios, prestaciones y comisiones de trabajo incentive realmente la productividad y contribuya al aumento de la masa salarial del país.

c. Promover acuerdos generales y libremente contratados entre empresas y sindicatos para la estabilidad y competitividad de las ramas de la producción y la integración homogénea de las cadenas industriales, que faciliten nuestra inserción económica en la globalidad y disminuyan las disparidades sociales existentes.

4) Promoción de Empleos Productivos

a. Estructurar una política de Estado de promoción de empleos que por medio de la educación y la capacitación y el aliento a la capacidad empresarial, amplié la demanda por empleo, incentive la incorporación de trabajadores del sector informal hacia el formal del mercado, eleve la productividad e incremente de forma gradual y constante los salarios. Además de promover el desarrollo rural integral con el fin de mejorar las condiciones de vida y laborales en estas zonas buscando reducir la acelerada migración y  equiparar las oportunidades de empleo y salariales entre hombres y mujeres.

V. EDUCACIÓN COMO MOTOR DEL DESARROLLO HUMANO,  ECONÓMICO Y SOCIAL

1) Compromisos Constitucionales en Materia Educativa

a. Incrementar el ciclo de escolaridad obligatoria de nueve a doce años.

b. Que el gasto público en educación converja de forma permanente, en proporción del PIB, a los criterios fijados internacionalmente y que nuestro país a aceptado; además, de medidas para promover la otras fuentes de inversión en educación.

2) Sistema Nacional de Educación Superior

a. Constituir un Consejo de Educación Superior, que sea un organismo  autónomo encargado de promover políticas generales, establecer los criterios presupuestarios y encargarse de la fiscalización del gasto público. 

b. Crear un Sistema de Educación Superior, separado de la educación media superior, que permita darle coherencia global a la actuación de las IES y sirva como instrumento que contribuya a reducir las asimetrías que existen en las instituciones públicas de educación superior entre sí y de éstas con las privadas; facilitar a todos los sectores el acceso a la educación superior; además de contar con un sistema de educación abierta y a distancia.

c. Formular una ley General de Educación Superior, en la cual se establezca con precisión: objetivos nacionales, esquemas de concurrencia entre las autoridades educativas de los diversos órdenes de gobierno, así como mecanismos de financiamiento y procedimientos de fiscalización.

3) Descentralización y Pluralidad Educativa

a. Adoptar un enfoque sistémico y conjuntar cambios articulados en las componentes del sistema educativo: jurídicas, fiscales, políticas, administrativas, culturales, pedagógicas y tecnológicas para arribar antes de cinco años a un nuevo sistema educativo.

b. Constituir una pluralidad educativa, donde el programa de cada escuela publica incluya el conocimiento universal y nacional marcado por la SEP y el conocimiento regional fijado por los Institutos Estatales de Educación, por el otro lado, los padres y maestros de cada escuela adopten por votación democrática: los contenidos adicionales de conocimiento, la dinámica escolar y el método educativo. Todo en el marco de sólidos consensos sociales y de firmes ejes rectores de gratuidad, laicidad, solidaridad social e identidad nacional.

c. Realizar los cambios fiscales, políticos y administrativos para municipalizar y democratizar la educación, administrada por autoridades educativas electas localmente y donde el pago de salarios de maestros y de los gastos de las escuelas sea con recursos municipales.

d. Establecer estímulos fiscales al sector empresarial para participar en la educación, no sólo en la educación privada, sino apoyando a la educación pública. Legislar para que, con los topes pertinentes, el gasto educativo de las personas físicas sea deducible de su ingreso.

e. Crear el Instituto Nacional de Evaluación y Certificación Educativa (INECE) como un ente  público, con personalidad jurídica similar al IFE, donde participen con voz, sin voto, las autoridades educativas. Su objeto sería elaborar, aplicar y calificar exámenes a todos los alumnos del país. Su razón de ser: garante de la calidad educativa nacional.

f. Instaurar el Instituto Nacional de Información Educativa (INIE), otro un ente público similar al anterior, para administrar bases de datos con información detallada de alumnos, maestros, y escuelas. Su datoteca guardaría los expedientes de maestros y alumnos. El INIE proporcionaría información para dos tareas: las operativas necesarias para la administración escolar cotidiana, y la estadística educativa completa y oportuna que se entregaría al INEGI.

g. Instituir un esquema de Bonos al Mérito Docente que en adición a un salario justo y remunerador, se otorguen los maestros por logros mesurables con datos del INECE e INIE.

h. Conformar un fondo de Becas Escolares para apoyar a los mejores alumnos en sus estudios. En especial constituir un fideicomiso para becas de manutención a niños de zonas marginadas, en conexión con programas educativos.

i. Tipificar el fraude educativo asociado a la operación del INECE e INIE. Crear una instancia del Poder Judicial para conocer y juzgar sobre la materia.

4) Educación Inicial

a. La escolaridad obligatoria deberá comprender dos años de educación preescolar. Este objetivo debe plantearse en un plazo de 6 años, con el fin de garantizar la máxima cobertura en infraestructura educativa.

b. Instituir una agencia descentralizada y federativa que vincule al sector educativo, el de salud y la seguridad social en un programa integral. Estas acciones se realizarían en los tres niveles de gobierno con completa coordinación. Su marco de competencia comprendería: atención a las madres durante el periodo de embarazo y la lactancia; programa de nutrición materno-infantil; promoción y coordinación de los sistemas de guarderías, que atiendan a niños de entre tres meses y cuatro años.

c. Para lograr extensión en la cobertura en el menor tiempo, se buscaría la máxima concurrencia de modalidades educativas en este nivel: educación pública estatal, municipal, cooperativa, filantrópica, social y privada. Además, se procuraría establecer algún tipo de incentivo para impulsar la participación de los padres de familia en el proceso de enseñanza-aprendizaje de los niños en el jardín de niños.

5) Educación Media Superior

a. Que la educación media superior se transforme en un modelo con objetivos propios que definan claramente el perfil del egresado de este nivel.

b. Que el sistema de educación media superior sea flexible, coordinado,  plural y descentralizado.

c. Que el perfil curricular de la EMS corresponda al mundo actual y forme parte de una educación obligatoria de 12 años, que garantice a los jóvenes la equidad y la pertinencia social y laboral.

d. Que se reforme la Ley de Profesiones para que se reconozcan todos los niveles posteriores a la educación universal.

e. Que se cree un Sistema Nacional de Evaluación y Certificación que garantice la calidad de la EMS y de sus egresados.

6) Investigación Científica y Tecnológica

a. Que el CONACYT se convierta en un Consejo de Estado, donde estén representados todos los sectores vinculados a la ciencia y tecnología; que formule las grandes políticas y lineamientos para el fomento de la investigación científica y tecnológica. Además de crear mecanismos para el fortalecimiento de estos tipos de investigación en la instituciones de educación superior.

b. Que el Estado invierta en la investigación científica y tecnológica recursos suficientes para alcanzar y mantener los parámetros establecidos por la OCDE, también adoptados por México.

VI. PROMOCIÓN DE LA CULTURA COMO OBJETIVO

SOCIAL DEL ESTADO

1) Política Cultural

a. Reformar la Constitución a fin de dejar más claramente establecido el compromiso del Estado en materia de cultura, incorporando disposiciones que garanticen el derecho a la cultura y el acceso a sus fuentes, la conservación y difusión del patrimonio cultural tangible e intangible, la corresponsabilidad entre sociedad y gobierno en el fomento a la cultura y la distribución de competencias entre los distintos órdenes de gobierno.

b. Instituir un órgano de Estado, dotado de autonomía, patrimonio propio y autoridad pública, con amplia participación de los actores y usuarios con un carácter democrático y federativo que coordine la política cultural de este país.

c. Promulgar una ley general de cultura, por la que se establezca un marco jurídico integral en materia de distribución de competencias, financiamiento, perfil del organismo rector, marco de corresponsabilidad entre sociedad y gobierno, y los instrumentos básicos de promoción cultural.

d. Reorganizar el sector público de cultura, estableciendo jerarquías claras, reagrupando instancias y previendo la reforma general de las instituciones del sector.

e. Impulsar la descentralización y concurrencia entre los diversos órdenes de gobierno, transfiriendo a los gobiernos locales, en este proceso, funciones hoy realizadas por el Gobierno Federal.

f. Promulgar una legislación específica de incentivos fiscales, a manera de una ley de mecenazgos, que promueva de manera más enérgica la participación social y privada en el financiamiento de la cultura.

g. Prever igualmente una legislación de apoyo e incentivos a la industria cultural, considerando la necesidad de revisar los términos del TLCAN en esta materia.

h. Asegurar que en el ámbito de las relaciones internacionales del país, las decisiones en materia cultural sean consultadas y se tomen en consideración los criterios y propuestas de las instituciones nacionales que tienen bajo su responsabilidad las políticas respectivas.

VII. ESTADO DE DERECHO Y FORMAS DE PROPIEDAD

1) Rectoría del Estado

a. Sostener el principio constitucional, adecuadamente entendido y ejercido, de la rectoría del Estado democrático en la economía.

b. La posible inclusión en el texto constitucional de la definición de rectoría, como la capacidad y facultad del Estado, bajo controles democráticos, para dar coherencia y eficacia a la economía y al desarrollo nacionales, para la orientación de prioridades de política económica y para la presencia servicial del Estado democrático en la dirección legítima de la economía.

c. Esta materia deberá entenderse como una función nacional, que involucrase orgánicamente a todos los actores estatales, municipales, privados, económicos y sociales. Buscaría la construcción de consensos nacionales de largo plazo que pudieran expresarse en políticas de Estado.

2) Monopolios y Comisión de Competencia Económica

a. Convertir a la Comisión de Competencia Económica en un órgano descentralizado de la Administración Pública Federal. La Comisión deberá rendir cuentas ante el Congreso, con el objeto de poder defender los intereses de la economía y del consumidor.

b. Incorporar a los criterios de regulación y decisión de la Comisión, la necesidad de que junto a la protección del interés del consumidor nacional, se considere también la importancia de contar con empresas sólidas y competitivas en el entorno global.

En los casos en que los sujetos que se amparen contra resoluciones de la Comisión, se propone la eliminación de la suspensión provisional y, en consecuencia, reformar el artículo 107 constitucional, con la finalidad de evitar daños irreparables en tanto se resuelve el fondo del asunto.

	III. Representación Política y Democracia Participativa
	I. DEMOCRACIA PARTICIPATIVA

1. Participación Ciudadana

Para dar solución a este conjunto de problemas se deben establecer diversas posibilidades de participación de la ciudadanía en los espacios de decisión que atañen al interés general. Ante tal perspectiva de la relación Estado-sociedad civil se propuso lo siguiente:

a. La inclusión en el texto constitucional del principio de participación ciudadana o política.

b. Participación de los usuarios, beneficiarios o actores sociales en aquellas ramas de la Administración que por su naturaleza de servicio público es aconsejable para la planeación, gestión y evaluación de decisiones públicas, así como en el diseño de políticas de largo plazo que también se traduzcan en esta clase de servicios.

c. La formación de una Consejería Presidencial para Asuntos de Participación Ciudadana.

d. La gestión reglamentada de la defensa de intereses específicos en el proceso legislativo.

2. Democracia Directa

a. El establecimiento constitucional del referéndum, del plebiscito y de la iniciativa social como derechos políticos en los ámbitos federal, estatal y municipal.

b. El Instituto Federal Electoral será la autoridad encargada de organizar y vigilar los procesos refrendario y plebiscitario.

c. Resulta obligatorio el referéndum para toda reforma constitucional, pues con ello se persigue la estabilidad de la Constitución.

d. Para el caso de referéndum legal ordinario, debe existir un órgano que determine la procedencia o no de esta consulta popular, con la finalidad de evitar el abuso en esta forma democrática.

e. El órgano convocante a referéndum y plebiscito será el Presidente de la República; la tercera parte del total de cualquiera de las Cámaras del Congreso de la Unión y el 1.5% de ciudadanos inscritos en el Padrón Electoral.

f. La iniciativa social, los particulares podrán ejercerla con el apoyo del 1.5% de ciudadanos inscritos en el padrón electoral; y por órganos como la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el Instituto Federal Electoral, la Comisión Nacional de Derechos Humanos, los Ayuntamientos y otros, en las materias de su competencia.

3. Revocación de Mandato y Decisiones Administrativas

a. Rechazo unánime al establecimiento de la figura de la revocación de mandato.

b. Revisión integral de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, con la finalidad de eliminar los obstáculos que impiden sancionar a los sujetos responsables y que propician un marco de impunidad.

c. Darle al Juicio Político y a la Declaración de Procedencia el carácter de procesos judiciales, es decir, el establecimiento de procesos transparentes regidos por principios de certidumbre jurídica que cumplan con las formalidades correspondientes.

d. Crear mecanismos que permitan la revocación de aquellas decisiones administrativas que afecten el interés de la comunidad.

II. FORTALECIMIENTO DE LOS ÓRGANOS ELECTORALES

1. Federalización de la Materia Electoral

a. Conformar al Instituto Federal Electoral en autoridad nacional encargada de la organización y vigilancia de todos los procesos electorales que se lleven a cabo en lo federal, estatal y municipal.

En consecuencia, deberá reformarse la Constitución General de la República que otorgue al órgano autónomo federal, como única instancia competente, la materia electoral. Por supuesto, dicha reforma a la Ley Suprema supone la adecuación de los ordenamientos constitucionales y electorales de los Estados y la expedición de una nueva normatividad electoral nacional.

2. Cultura Política Democrática

a. Disponer constitucional, legal y políticamente los instrumentos y procesos que fortalezcan valores y conductas de cultura política democrática: entre otros, los de participación, representación, tolerancia, información y solidaridad.

b. Para ese propósito y políticas, promover los instrumentos jurídico-políticos y los procesos operativos y viables en los currícula educativos, en la acción de los medios de comunicación, en los partidos políticos y organizaciones intermedias de la sociedad y en la conducta y relación entre gobierno y ciudadanía que se orienten a la consecución de los objetivos planteados.

c. La cultura política democrática debe incorporarse como parte del Sistema Nacional de Educación y, en consecuencia, reformarse la Ley General de la materia.

3. Fiscalización sobre el Ingreso y Gasto de los Partidos Políticos

a. Ampliación de las facultades fiscalizadoras del IFE las cuales incluirían precampañas y elecciones primarias. En estas últimas, se contempla también la fijación de topes de gastos.

b.  Atribuir al IFE la facultad de ordenar auditorías y visitas de verificación a los partidos políticos y agrupaciones con el fin de corroborar el cumplimiento de sus obligaciones y la veracidad de sus informes, incluso durante el transcurso de las precampañas, campañas y elecciones primarias.

c. La intervención del IFE en la organización y vigilancia de sus procesos de selección interna, sólo será a petición de los partidos políticos.

III. SISTEMAS ELECTORALES

1. Los Derechos Políticos como Garantías Individuales

a. Que los derechos políticos formen parte del capítulo constitucional de los derechos humanos, de conformidad con los Tratados y convenciones internacionales suscritos por México, y por esta vía puedan ser objeto de competencia por parte de los Tribunales Federales mediante un Juicio de Garantías ad hoc.

2. Segunda Vuelta en la Elección para los Cargos de Ejecutivos Federal y Locales

a. Se aprobó por amplia mayoría adoptar el principio de la Segunda Vuelta Electoral mediante un sistema de mayoría absoluta, pero sin pronunciarse por un método específico: doble ronda electoral, mayoría relativa calificada o voto alternativo.

3. Reelección Legislativa

a. El pleno de la Mesa consensó retornar al sistema original de la Constitución de 1917 que permite la reelección inmediata de los legisladores.

b. Por mayoría se aprobó el que la reelección fuera ilimitada.

c. Por unanimidad se acordó que la reelección a los legisladores electos por el principio de representación proporcional, sólo podría darse si se adopta el sistema de listas abiertas.

4. Redimensión del Congreso

a. Reducir la Cámara de Diputados a 400 representantes, electos por el principio de representación proporcional, bajo el sistema de listas abiertas.

b. Restablecer el carácter federativo a la Cámara de Senadores, al eliminar la figura de senador por el principio de representación proporcional.

c. Mantener la fórmula de mayoría relativa para la elección senatorial en cada entidad federativa, así como el principio de primera minoría.

5. Voto y Representación de los Ciudadanos Mexicanos en el Extranjero

a. Por unanimidad de la Mesa se acordó instrumentar los mecanismos que le permitan a los compatriotas en el extranjero ejercer su derecho a votar y ser votado.

b. Será responsabilidad del Instituto Federal Electoral tener el registro y empadronamiento de los mexicanos residentes en el extranjero.

c. Dotar de representación política a los mexicanos residentes en el extranjero en el Congreso Federal. El método para su implementación no ha sido definido.

d. Al considerar que una representación extraterritorial no debe realizarse, precisamente, bajo un criterio territorialista y en concordancia con la propuesta de una Cámara de Diputados compuesta en forma íntegra por legisladores de representación proporcional en el cual la concepción de distrito electoral resulta obviada, se recomendó que sean diputados los que representen a los ciudadanos mexicanos residentes en el extranjero.

6. Representación por Género

a. Por mayoría, se acordó establecer una cláusula de género donde no podrá haber una representación mayor del 60% para un mismo género en las candidaturas propietarias presentadas por un partido político, con la posibilidad de aplicar sanciones en caso de incumplimiento.

7. Candidaturas Independientes

a. La decisión de la mayoría optó por aprobar las candidaturas independientes en cargos populares de la esfera ejecutiva, como Presidente de la República, Gobernadores de los Estados y en planillas para alcaldías; por lo que se debe reformar el artículo 35 constitucional. Esta propuesta se formuló en concordancia con aquella que sugiere la integración de la Cámara de Diputados mediante el sistema de representación proporcional, que bajo dicho esquema no compagina con las candidaturas comunes.

8. Reducción y Homologación de los Calendarios Electorales

a. Reducir en un margen de dos a cuatro meses el período de las campañas electorales.

b. Homologar los calendarios electorales,  a fin de que se desarrollen en el territorio nacional elecciones municipales, estatales y federales de manera conjunta.

c. Acortar el periodo entre la elección y la toma de posesión, específicamente del caso del Presidente de la República.

9. Prohibición a toda autoridad de favorecer con programas o publicidad gubernamental a cualquier partido político

a. Prohibición absoluta a toda autoridad para que a través de sus programas de gobierno, haga proselitismo a favor o en contra de algún partido político o candidato.

b. Impedimento en cuanto a la realización de campañas propagandísticas del actuar gubernamental en tiempos electorales.
10. Fiscalía Electoral Autónoma y Delitos Electorales como Causales de Nulidad de una Elección

a. La Fiscalía Especial para Delitos Electorales que forme parte de un órgano autónomo como lo sería una Fiscalía General de la Nación y que en concordancia con la propuesta que federaliza la materia electoral, esta Fiscalía atenderá la persecución de los delitos electorales cometidos en los procesos electorales tanto federales, como estatales y municipales.

b. La designación del titular de la Fiscalía Especial la hará la Cámara de Diputados.

c. En el artículo 75 de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, que prevé las nulidades de votación en casillas, debe agregarse los delitos electorales que afecten el resultado de la votación recibida en casilla o de una elección.

d. Para concordar el seguimiento de los delitos con los tiempos electorales, deberá establecerse un procedimiento sumarísimo.

IV PARTIDOS POLÍTICOS

1. Alianzas, Coaliciones y Candidaturas Comunes

a) Debe adecuarse el COFIPE a la reforma de 1996, pues al perder los partidos políticos el derecho de voto en el IFE resulta innecesario asimilar una coalición como si fuese un solo partido político y en este sentido, deben considerarse en lo individual a los partidos que constituyan dicha coalición.

b) Reintroducir el supuesto que permite la candidatura común, sin mediar coalición entre los partidos políticos, siendo indispensable el consentimiento del candidato. Asimismo, en este caso, los votos se computarán a favor de cada uno de los partidos y se sumarán en favor del candidato.

c) Permitir las coaliciones parciales en todos lo casos, lo que supone que el convenio que celebren los partidos políticos comprenda exclusivamente una candidatura o que no exista limitación para el número de candidaturas que la coalición señale.

d) Suprimir la terminación automática de las coaliciones, dejando en libertad a los partidos políticos para que las coaliciones partidistas continúen como coaliciones parlamentarias en el Congreso de la Unión.

2. Tiempo en los Medios de Comunicación

a. Aumentar sensiblemente el tiempo para cada partido político en las frecuencias de radio y televisión del tiempo total que le corresponde al Estado en horarios de mayor audiencia como el tiempo total de transmisión para todos los partidos durante el proceso electoral en el que se elija Presidente de la República.

b. El consenso se generó en cuanto al principio de igualdad en el acceso de radio y televisión para todos los partidos políticos y que ningún dinero proveniente del financiamiento privado pueda destinarse para pago de tiempo en los medios.

3. Prohibición al Uso Exclusivo de los Colores de la Bandera Nacional

a. No existe restricción en la utilización de los colores nacionales, salvo que ellos estén representados de manera que reproduzcan la bandera nacional.

b. La prohibición del uso de los Símbolos Patrios con fines partidistas.

V. SOCIEDAD CIVIL

1. Marco Jurídico de las Organizaciones de la Sociedad Civil

a) Sean instituciones de interés público;

b) Requisitos mínimos de estas organizaciones;

c) Establecimiento de derechos y obligaciones;

d) Simplificación administrativa y no discrecional para el reconocimiento de las OSC;

e) Creación de un Registro Nacional autónomo; y,

f) La autoridad en esta materia será aquella dependencia que sea competente con el objeto social de cada organización.

VI. COMUNICACIÓN SOCIAL Y DERECHO A LA INFORMACIÓN

1. Regulación Constitucional del Derecho a la Información y de la Libertad de Expresión

a) Trasladar y desarrollar el derecho a la información en un solo artículo constitucional y en otro agrupar las libertades de expresión e imprenta.

b) Los contenidos a desarrollar en el precepto constitucional que regule al derecho a l información son:

La Constitución es el instrumento que garantiza el derecho a la información y que obliga a la transparencia estatal.

Los Poderes Públicos deben estar obligados a dar a conocer la información de asuntos de su competencia y datos estadísticos y censales de la realidad nacional, mediante un órgano autónomo de Estado.

También se garantizará a los individuos la información que el Estado tenga sobre sus personas y a rectificarlas en su caso.

El Congreso de la Unión tendrá facultad para expedir una ley de archivos públicos que defina las competencias federal, estatal y municipal sobre esta materia.

Se propone que esta ley determine la publicidad de los archivos sin más limitaciones que las establecidas en su texto en vista del interés nacional y en concordancia con las garantías que la Constitución consagra.

Debe establecerse la prohibición del uso de recursos públicos para propaganda de los gobernantes.

Asimismo, las tareas de acopio, resguardo y difusión de los archivos deberá considerarse como una función estatal que se encomiende a un órgano autónomo.

b. Una ley constitucional de garantías de la libertad de expresión y del derecho a la información, que contenga:

I) Los derechos de los profesionales de la comunicación, como el respeto a la integridad del trabajo, la cláusula de conciencia, el secreto profesional de fuentes de información y el salario provisional;

II) Los derechos ciudadanos de acceso a la información, réplica, rectificación y aclaración;

III) La creación de un órgano autónomo para proteger estas libertades fundamentales y derechos humanos;

2. Ley General de Archivos

a. Una reforma constitucional que establezca como facultad coexistente la regulación de los archivos públicos;

b. La expedición de una Ley Marco sobre la materia, que regule:

La creación de un órgano autónomo responsable de esta tarea, que puede ser el Archivo General de la Nación;

Un Sistema Nacional de Archivos;

Los criterios de desclasificación de documentos oficiales a través de una comisión del Congreso;

Un régimen de sanciones a los servidores públicos que oculten o destruyan archivos públicos.

3. Sistemas de Comunicación a Distancia (Radio y Televisión)

a. Crear un organismo constitucional autónomo con participación ciudadana responsable de regular todos los sistemas de comunicación a distancia y de otorgar los permisos y autorizaciones respectivos en vista al interés nacional. Éste y los demás órganos autónomos previstos rendirán cuentas al Congreso de la Unión.

4. Autonomía del INEGI

a. El INEGI debe estar previsto constitucionalmente en el apartado del derecho a la información o en el de órganos autónomos de Estado;

b. Cómo órgano autónomo debe rendir cuentas al Congreso de la Unión;

c. El método de nombramiento de los titulares del INEGI que es propuesto por el proyecto discutido y que consiste en la proposición única que haga el Ejecutivo Federal para aprobación del Senado o, en su defecto, de la Comisión Permanente; debe modificarse en el sentido que el Presidente de la República proponga ternas.

VII. REFORMABILIDAD DE LA CONSTITUCIÓN

1. Revisión Integral de la Constitución

a. La garantía del derecho del pueblo mexicano al cambio de su forma de gobierno puede conseguirse por la vía del Congreso ordinario en su calidad de Constituyente Permanente mediante la conformación en su seno de una comisión de diputados y senadores designada por las Cámaras para la presentación de un proyecto de cambio del texto constitucional. Con el objeto de dar plena legitimidad a esta reforma deberá introducirse el referéndum como culminación del proceso de aprobación del cambio constitucional. Sin perjuicio de lo anterior, los actores previstos en el artículo 71 constitucional podrán presentar sus propias iniciativas de reforma a la Ley Fundamental.




II. Todo aspirante o miembro del servicio profesional de carrera deberá acreditar los estudios, conocimientos, destrezas y desempeño, necesarios para ingresar y permanecer en dicho servicio. Al efecto se determinarán las pruebas y evaluaciones necesarias.

	III. Se instituyen dos vías de ingreso: externa para aspirantes que no son servidores públicos e interna para servidores públicos en activo.

IV. El sistema promocional obedece a un programa de ascensos basado en pruebas y evaluaciones periódicas. La permanencia está basada en evaluaciones periódicas, y será revocable habiendo resultado negativo.

V. Se establecerán los planteles de formación para el servicio profesional de carrera necesarios para preparar a sus miembros en los conocimientos y habilidades administrativas, y para actualizar y perfeccionar su desempeño.

4. Modernización de la administración pública

Principios de la administración pública mexicana en la Constitución reformada

Articulo (?) La administración pública federal está organizada con base en el pacto federal. Una ley orgánica determinará su organización y funciones. Los principios de la administración pública federal son los siguientes:

I. La administración pública constituye un servicio a la ciudadanía que se presta con legalidad, honradez, lealtad, eficiencia, imparcialidad y neutralidad política.

II. El ejercicio de la administración pública se realiza con los recursos públicos, por lo cual se dispone la rendición de cuentas como medio de evaluación de su desempeño. Se fijarán estándares de responsabilidad, honradez, eficiencia y calidad de los servicios públicos, los servicios sociales, y la producción de bienes y servicios mercantiles prestados por la administración pública.

III. Se definirán los órganos del Estado que asuman las funciones administrativas en beneficio de la ciudadanía, y se determinarán las organizaciones de la sociedad cuya colaboración pueda concurrir en el despacho de esas funciones.

IV. Con fundamento en el inciso anterior, se fijarán las responsabilidades indelegables de los órganos del Estado, y los deberes donde por delegación, concesión o colaboración, participen las organizaciones de la sociedad. Se definirán las figuras de la concesión y la contratación como formas de ejercicio de cooperación en la administración pública.

5. Oficina de administración y presupuesto

Crear la Secretaría de Presupuesto y Control Interno del Ejecutivo. A esta dependencia le serán aplicables las disposiciones constitucionales y legales que enmarcan a la administración pública centralizada. De manera implícita, deberá desaparecer la Secretaría de la Contraloría y Desarrollo Administrativo y la Subsecretaría de Egresos de la SHCP.

Las principales metas de esta Secretaría serán:

Recomendar al presidente las políticas de gasto, reguladoras, fiscales, así como las demás que cumplan con las metas políticas establecidas desde la Presidencia y, promover el crecimiento económico sustentable.

Proveer el liderazgo en la función pública que asegure la fiel ejecución del presupuesto aprobado, los programas, regulaciones y políticas.

Asistir a la Presidencia a través de proveer análisis y consejos respecto de tendencias en materias demográficas, fiscales y económicas, así como en otras materias significativas.

Mejorar los instrumentos de la presupuestación y control internos para cumplir las labores gubernamentales, incluyendo el desarrollo y uso de sus recursos humanos y sistemas de información.

3. En lo relativo al Control Interno, esta Secretaría deberá enfatizar en la función preventiva del control y fortalecer la Auditoría del Desempeño. Así, también deberá fortalecerse y modernizarse el Sistema de Control y Evaluación Gubernamental, que debe iniciar por la revisión integral de la normatividad existente, rediseñarla, otorgándole a los responsables de los procesos y servicios una paulatina autonomía de gestión.   

6. Reforma de las Fuerzas Armadas Nacionales

· Reorganizar a las actuales secretarías de Marina y Defensa Nacional, fusionándolas en una sola dependencia y creando tres fuerzas armadas independientes entre sí: Ejército, Armada y Fuerza Aérea. Cada una tendría su propio mando operativo, pero estarían coordinadas por un Estado Mayor Conjunto con un mando rotativo entre los tres cuerpos. El Estado Mayor Conjunto estaría subordinado jerárquicamente al Secretario de Defensa, que podría ser un civil o militar retirado.

· Compactar el Estado Mayor Presidencial para que cuente sólo con los elementos humanos y materiales indispensables para la seguridad personal del Presidente de la República; asimismo, regular y profesionalizar su actuación a efecto de prevenir que se desvirtúe su misión original.

· Revisar la normatividad militar legal y reglamentaria para terminar con el uso arbitrario de la discrecionalidad en materia de ascensos y recompensas, disciplina, remuneraciones y un esquema de seguridad social eficaz.

· Revisar la subsistencia del fuero de guerra en tiempos de paz, así como de las instituciones y procedimientos de justicia militar, a efecto de evitar injusticias e independizar del mando a las autoridades jurisdiccionales militares.

· Prohibir la participación de las fuerzas armadas en tareas ajenas a su misión constitucional, como las de seguridad pública y combate al narcotráfico.

· Reformar los artículos Constitucionales de contenido militar para emplear la denominación de "Fuerzas Armadas Mexicanas" en lugar del Ejército y Marina de Guerra, así como de sustituir "servicio de las armas" por "Servicio Militar Nacional", a efecto de modernizar el lenguaje constitucional castrense.

· Fortalecer las facultades de las comisiones legislativas en materia de defensa nacional, con el objeto de darles competencia para revisar y auditar las partidas presupuestales ejercidas por los mandos e instituciones militares.

· Reformar el artículo 93 constitucional para prever que también los Jefes de Estado Mayor de las Fuerzas Armadas podrán ser citados para que informen cuando se discuta una ley o se estudie un negocio de su incumbencia.

· Crear un Cuerpo Militar Femenino con el objeto de que las mujeres pertenecientes a las fuerzas armadas tengan un tratamiento adecuado.

· Crear una Ley de Cuadros, como un cuerpo normativo que establezca el número de Clases, Oficiales, Jefes y Generales en las diversas unidades y dependencias, procedentes de las diversas armas, servicios y especialidades con objeto de ordenar el número correcto de estos militares y evitar su exceso.

7. Responsabilidad de los servidores públicos

Se consensaron los siguientes puntos de acuerdo:

1. Reformar el artículo 108 Constitucional para que el presidente de la República también pueda ser sujeto de juicio político en el caso de faltas graves a la Constitución. De considerarse esta propuesta, es imperativo concebir un mecanismo automático para sustituir al presidente que resultase desaforado; o de lo contrario se generaría una situación de ingobernabilidad.

2. Reformar el Título IV de la Constitución, así como la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos para dar precisión y claridad sobre los siguientes conceptos:

a) Procedimientos ágiles y perfectamente diferenciados para el Juicio Político y para la Declaración de Procedencia;

b) Establecer que en cuanto a la Declaración de Procedencia sea el juez de la causa quien solicite a la Cámara de Diputados la remoción de la inmunidad procesal penal del servidor público presunto responsable.

3. Establecer la procedencia del Juicio de Amparo en los Juicios Políticos y Declaración de Procedencia por violaciones del procedimiento que dejen sin defensa al quejoso.

4. Impulsar la responsabilidad patrimonial del Estado por los daños que con motivo de su actividad administrativa irregular se causen a los bienes o derechos de los particulares. Esta responsabilidad será objetiva y directa. Los particulares tendrán derecho a una indemnización conforme a las bases, límites y procedimientos que establezcan las leyes.

8. Mecanismos de sustitución

Se alcanzaron las siguientes conclusiones:

Modificar la Constitución para contar con nuevos mecanismos que generen certidumbre institucional en caso de falta absoluta del Presidente de la República, previo análisis sobre la conveniencia de una sustitución automática o provisional.

9. Atribuciones de las Cámaras del Congreso

§ Debe establecerse que se compartan o concurran las dos Cámaras, para aprobar el Presupuesto y la Cuenta Pública, ahora exclusiva de la de Diputados. También la aprobación de los tratados internacionales debe ser compartida, ahora reservada al Senado. En este sentido, el Senado permanecería como cámara de origen para asuntos internacionales, y la de Diputados para el presupuesto.

§ Deben aclararse las atribuciones y los principios conforme a los cuales opera la Comisión Permanente.

§ Incluir entre las facultades del Congreso el sistema de denuncia de tratados internacionales.

§ Incluir entre las facultades del Congreso la de promulgación de las leyes si, pasado determinado tiempo, el presidente de la República no lo hace.

§ Conferir al Poder Legislativo la facultad de dictaminar, aprobar y evaluar el Plan Nacional de Desarrollo.

10. Reelección inmediata de diputados y senadores

Con mandatos limitados:

Permitir nuevamente a los legisladores reelegirse de forma inmediata, aunque con un tope de 12 años.

Constreñir la posibilidad de reelección a aquellos legisladores electos bajo el principio de mayoría relativa en distritos uninominales. En caso de que un diputado de representación proporcional aspirara a reelegirse, competir por un distrito de mayoría relativa.

Con mandatos indefinidos:

§ Los legisladores de mayoría relativa podrán ser reelectos indefinidamente. Los diputados de representación proporcional sólo podrán aspirar a una sola reelección, pudiendo competir posteriormente para un distrito de mayoría. Los senadores de representación proporcional no podrán ser reelectos.

§ Eliminación de la suplencia legislativa.

§ Acceso de los legisladores al gabinete sin necesidad de solicitar licencia.

§ Los partidos políticos deberán desarrollar mecanismos de selección de candidatos más abiertos, incluyentes a los liderazgos locales, sin llegar a un sistema de elecciones primarias. Una solución podría ser la creación de comités de selección, tanto nacional como estatales.

11. Cuestionamientos de los legisladores a los servidores públicos

Se acordó adicionar el actual texto del Artículo 93 de la Constitución con el siguiente párrafo: "Los Secretarios del Despacho, el Procurador General de Justicia, los Jefes de los Departamentos Administrativos y los titulares de los organismos descentralizados, bajo cualquier denominación, darán respuesta escrita a las preguntas que les envíen los legisladores integrantes de las Cámaras de Senadores y de Diputados, por conducto de los secretarios de sus respectivas mesas directivas, respecto a asuntos de su competencia legal, en los plazos y términos que determinen la Ley Orgánica del Congreso de la Unión y sus reglamentos internos".

12. Facultades de investigación de las comisiones legislativas

Por consenso, se aprobó establecer en la Constitución un sistema de control legislativo a través de las comisiones de investigación de las Cámaras:

a) que abarque a la administración pública centralizada, descentralizada y paraestatal;

b) que pueda citar a cualquier servidor público de la administración pública;

c) establecer un procedimiento sumario ante la Suprema Corte para que ésta resuelva sobre la procedencia de la información solicitada en caso de que el Ejecutivo, sus dependencias y entidades, se opongan por considerar que es información reservada;

d) que el resultado de la investigación de la investigación no solo se concrete a darlo a conocer al Ejecutivo Federal, sino que se ejerciten las acciones y responsabilidades del caso.

13. Reglas para la presentación, discusión y aprobación del presupuesto

Se acordó por consenso:

· Anticipar la fecha en la que el Ejecutivo debe presentar a la Cámara de Diputados su proyecto de Ley de Ingresos y Presupuesto de Egresos a por lo menos el 15 de septiembre.

· Reconocer la conveniencia de la participación del Senado en el proceso de análisis y aprobación del Presupuesto de Egresos de la Federación.

· Que las comisiones legislativas de la Cámara de Diputados, en coordinación con la Comisión de Programación, Presupuesto y Cuenta Pública, realicen reuniones previas durante el año anterior a la presentación del presupuesto con la oficina gubernamental correspondiente. De incorporarse el Senado en el proceso de análisis y aprobación del Presupuesto de Egresos de la Federación, la coordinación de sus comisiones tendrá lugar en la Comisión de Hacienda y Crédito Público.

· Revisar la improcedencia del veto presidencial en materia presupuestal.

· Revisar la facultad de iniciativa en la presentación y modificación del presupuesto por parte del Ejecutivo, y considerar extender esta facultad al Congreso.

· Establecer la categoría de "gastos comprometidos" en el Presupuesto de Egresos de la Federación.

· Establecer un mecanismo constitucional que permita extender la vigencia del presupuesto del año anterior en caso de que el proyecto para el siguiente año no sea aprobado por las Cámaras dentro del período establecido por nuestra Carta Magna. Que el presupuesto sea ajustado al incremento de precios ocurrido.

14. Ampliación de los periodos de sesiones del Congreso de la Unión

Se aprobó por consenso reformar el artículo 65 Constitucional para ampliar los períodos de sesiones ordinarias de ambas Cámaras del Congreso de la Unión a 7 meses al año.

15. Órganos autónomos: su responsabilidad ante el Congreso

Se aprobó por consenso:

§ Que haya responsabilidad de los órganos autónomos ante el Congreso, señalándose otros rubros donde tienen que responder ante otros poderes.

§ La Constitución deberá de establecer bases para su constitución, así como su responsabilidad general. Se detallarán sus funciones y procedimientos en sus leyes orgánicas respectivas.

§ Estas instancias deberán tener el nombre de órganos de autoridad.

16. Comisión de la Verdad y régimen de transparencia

En búsqueda de un consenso común, se concluyó:

Se debe confiar al Congreso que redacte una ley sin definir el tipo de Comisión que se desea. El objetivo de esa ley sería crear una comisión ad hoc, integrada por elementos de la sociedad civil e instancias públicas. Su función sería analizar y ponderar las altas graves contra el patrimonio de la Nación y los derechos humanos, y que proponga correctivos a estas faltas para ser ejecutados por las autoridades competentes.

17. Justicia Constitucional

Al final del debate, se consideró que, en este momento, resulta riesgoso concebir un cambio en la Corte de esta envergadura. Sin embargo, se señala que actualmente el sistema de designación del Poder Judicial resulta inadecuado. Como solución, se sugiere una discusión amplia de los puntos que se debatieron: fortalecimiento de la Suprema Corte, creación de un Tribunal Constitucional independiente de la Suprema Corte y creación de una Sala Constitucional al interior de esta soberanía.

18. Tribunales administrativos

Al no existir consenso, se observan tres posturas.

Primera postura:

§ Fortalecer la función judicial del poder público mediante la incorporación total, no restringida, de la acción jurisdiccional del Estado en el Poder Judicial.

§ Crear institutos judiciales para impartir posgrados que capaciten a los abogados como jueces profesionales en las distintas ramas del derecho.

§ Elaborar códigos procedimentales simplificados para los distintos tipos de procesos conservando entre los mismos, hasta donde sea posible, el principio de unidad procesal.

Segunda postura

De considerarse de ineludible necesidad la existencia de tribunales ajenos al Poder Judicial, delimitarlos en la Constitución en cuanto a su número, competencia y calidad profesional y personal de sus jueces y magistrados.

Tercera postura

Dejar a los tribunales administrativos en el Poder Ejecutivo.

19. Procuraduría Social Nacional

Sin alcanzarse un consenso, se definieron dos posiciones:

Primera posición:

§ Definir en la ley la existencia de dos organismos procurales. Uno, que se encargue de asegurar el respeto a las garantías individuales, sociales y de la tercera generación, y otro que se ocupe de los derechos de la sociedad en cuanto hace a la seguridad pública y la investigación y persecución de los delitos.

§ Dotar a los organismos del primer tipo señalado de atribuciones para sustanciar por derecho propio, ante la autoridad judicial o la administrativa que corresponda, la defensa de los derechos ajenos cuya custodia tiene encomendada.

§ Precisar sin lugar a duda que los organismos del segundo tipo tienen la potestad y la obligación de investigar y perseguir la comisión de hechos delictivos de los que tenga noticia por cualquier medio, excepto los casos de querella necesaria, figura ésta que, en todo caso, no debe ser extendida a expedientes abiertos en torno a daños patrimoniales a entidades públicas.

§ En cualquier caso, otorgar a las procuradurías de atribuciones de conciliación y, sobre todo, de asesoramiento técnico legal de carácter preventivo respecto del surgimiento de conflictos, litigios o controversias, de acuerdo a lo que los juristas angloamericanos llaman "legal advice" y "legal aid", para establecer un sistema de seguridad social de carácter jurídico, comparable al de los servicios médicos

Segunda posición:

· Defensoría del Ciudadano o Defensoría Ciudadana- Constituir un organismo que asesore y patrocine a los ciudadanos en la defensa y ejercicio de todos sus derechos. Para este fin, se debe transformar la defensoría de oficio y revisar las facultades y funcionamiento de las diversas procuradurías existentes (excluyendo a la Procuraduría General de la República o las generales de justicia de los estados) con el objetivo de que algunas de ellas se incluyan en esta defensoría.

20. Leyes Constitucionales

Se aprobó por consenso adicionar al texto constitucional un precepto que a la letra diga: "Las leyes que se refieran a los temas... requerirán una mayoría calificada para su reforma".

21. Referéndum

Se aprobaron por consenso los siguientes puntos:

· Instituir a nivel constitucional la figura del referéndum como un instrumento de democracia directa alternativo y por temas.

· Adicionar la Constitución con un precepto relativo a las formas de democracia directa en que se establezca: "El referéndum procederá para reformas y adiciones a la Constitución en los siguientes temas:..."

22. Rectoría Económica del Estado Democrático

Una mayoría se pronunció por:

1. Sostener el principio constitucional, adecuadamente entendido y ejercido, de la rectoría del Estado democrático en la economía.

2. Considerar la posible inclusión en el texto constitucional de la definición de rectoría, como la capacidad y facultad del Estado, bajo controles democráticos, para dar coherencia y eficacia a la economía y al desarrollo nacionales, para la orientación de prioridades de política económica y para la presencia del Estado democrático en la dirección legítima de la economía.

3. Esta materia deberá entenderse como una función nacional, que involucrase orgánicamente a todos los actores estatales, municipales, privados, económicos y sociales. Buscaría, en suma, la construcción de consensos nacionales de largo plazo que pudieran expresarse en genuinas políticas de Estado.

No obstante, se mostraron opiniones respecto a dejar el artículo 25 como está si acaso no limitarlo más, pues se considera peligroso fortalecer el principio de rectoría del Estado en ámbitos como los derechos de propiedad.
	

	V. Federalismo, Descentralización y Autonomías
	MESA V. FEDERALISMO, DESCENTRALIZACIÓN Y AUTONOMÍAS

1. Redistribución de Facultades a los Gobiernos Locales

Una vez desahogada la discusión, los miembros de la mesa acordaron por consenso adoptar la siguiente propuesta:

Construir un federalismo auténtico en el que se reivindique el carácter libre y soberano de los Estados de la Federación como entidades creadoras del Pacto Federal. Un federalismo que contemple una reasignación de facultades basadas en las necesidades y capacidades locales bajo dos líneas: 1) reducir las facultades del Gobierno Federal para que los Estados recuperen potestades, incluso las de índole tributaria, y 2) redefinir ámbitos y términos de concurrencia para que el Gobierno Federal quede con la función de establecer bases regulatorias y criterios generales.

Esta propuesta se concretaría mediante una revisión del régimen constitucional de distribución de competencias entre la Federación y los Estados de la Unión, en donde debe permanecer incólume el principio por el cual quedan reservadas a los Estados aquellas facultades que no hayan sido conferidas de manera expresa a los poderes federales.

2. Carácter Compensatorio del Sistema Federal

Hubo consenso en plantear una reforma al artículo 26 Constitucional con el objeto de superar la idea de un Plan Nacional de Desarrollo, para dar paso a un conjunto de planes con propósitos diferenciados, entre los que deben destacar los del federalismo asimétrico para dar un trato equitativo a problemas de diferente matiz. En virtud de tales planes, el Ejecutivo Federal propondrá al Congreso de la Unión otorgar un tratamiento de equidad a los Estados con los que se construirá una red de acuerdos bilaterales, cada uno diseñado específicamente para cada entidad federativa y, eventualmente, para otros gobiernos subestatales.

3. Estructura Hacendaria de la Federación

Por unanimidad se acordó dar impulso a un auténtico federalismo hacendario a partir de tres líneas de acción:

Impulsar una coherente arquitectura de gobiernos.- Establecer una auténtica coordinación hacendaria y dar a los gobiernos locales mayor grado de participación mediante una Convención Nacional Fiscal convocada por el Ejecutivo Federal.

Devolver potestades tributarias.- Los recursos adicionales para los gobiernos locales deberán provenir del esfuerzo propio; la transferencia de recursos federales deberá reducirse o acotarse, atendiendo claramente su carácter resarcitorio o compensatorio; y la devolución de potestades deberá ser complementada por fórmulas de equilibrio fiscal.

Fortalecer la rendición de cuentas.- Reducir la dependencia de los gobiernos locales de los recursos federales; clarificar las funciones de cada orden de gobierno y hacer pública y transparente la información sobre las finanzas federales, estatales y municipales.

4. Régimen Competencial y Función Judicial

Hubo acuerdo en considerar la recuperación del federalismo como un esquema de distritos de jurisdicciones. Para llevar a cabo este esquema se propuso: a) consolidar a la Suprema Corte de Justicia de la Nación como tribunal constitucional; b) fortalecer las controversias constitucionales, acciones de inconstitucionalidad y juicios de amparo como instrumentos de control del orden constitucional; c) vigorizar la justicia local, dotando a los poderes judiciales de los estados de atribuciones para interpretar la legalidad y eventualmente la constitucionalidad a nivel local; d) perfeccionar los mecanismos de atracción (certiorari) de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y, por último, e) lograr una recuperación competencial paulatina, garantizando la protección de las atribuciones, derechos y obligaciones de cada nivel de gobierno.

5. Órdenes Intermedios de Gobierno y Formas Horizontales de Asociación

En este sentido, el pleno acordó la propuesta de derogar la primera fracción del artículo 117 Constitucional que prohíbe el asociacionismo intergubernamental, así como incluir en el artículo 116 una nueva fracción en donde se prevean de manera expresa las formas horizontales de asociación entre gobiernos estatales o municipales, así como la instauración de órdenes intermedios de gobierno para la mejor coordinación de acciones.

De igual manera, se admitió la propuesta de reformar el artículo 26 constitucional que establece el sistema de planeación democrática del desarrollo, para sentar los propósitos y objetivos de órdenes intermedios de gobierno y asociaciones horizontales, a efecto de otorgarles un lugar en la construcción del nuevo sistema de planeación en el ámbito nacional.

6. Constitución del Distrito Federal

En materia de la reforma política del Distrito Federal fueron aprobadas por unanimidad las siguientes propuestas:

Impulsar una Constitución local del Distrito Federal que le otorgue una plena autonomía política, compatible con su condición de sede de los poderes federales.

Crear los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial del Gobierno del Distrito Federal.

Establecer una participación en la distribución competencial, equivalente a la de los Estados de la Unión.

Crear instancias de gobierno equivalentes al municipio libre gobernadas por un cabildo integrado por representación proporcional pura y por un órgano ejecutivo encabezado por un Alcalde, que cuenten con autonomía funcional efectiva y cuyo presupuesto sea aprobado con la participación de los vecinos.

Procurar mayor representatividad y participación de los Comités Vecinales.

Como propuesta complementaria, se planteó la necesidad de reducir la demarcación territorial del Distrito Federal, delimitándola a las actuales delegaciones políticas en cuyo territorio se ubican los recintos de los Poderes Federales.

7. Traslado de los Poderes Federales.

Como resultado de la discusión se acordó, en una perspectiva de mediano plazo, la creación de una comisión multidisciplinaria de alto nivel en la que intervengan, además, miembros del Congreso de la Unión, que tenga por objeto de examinar la viabilidad de una iniciativa tendiente a proponer el traslado de los Poderes Federales a un lugar distinto de la Ciudad de México como vanguardia de una gran reforma de desconcentración administrativa, económica, social y cultural.

8. Autonomía de los Pueblos Indios.

El tema en cuestión suscitó un acuerdo unánime para formular una propuesta en dos tiempos.

Como medidas urgentes se planteó: a) envío al Congreso por parte del Ejecutivo, de los Acuerdos de San Andrés, junto con la versión jurídica de la COCOPA; b) inicio de un proceso de desmilitarización en Chiapas, repliegue del ejército de la proximidad de las comunidades y revisión de los procesos penales de los acusados de rebelión, y c) acuerdo con el gobierno de Chiapas para suspender el proceso de remunicipalización emprendido unilateralmente por el actual gobierno estatal.

Como medidas a mediano plazo se recomendó: a) constituir, de acuerdo con el EZLN, un nuevo organismo de intermediación, con asesoría internacional, y b) abrir una mesa de diálogo con organizaciones auténticamente representativas de los pueblos indígenas.

De igual manera, se aprobó por consenso que sólo después de tomar las medidas anteriores, se propondría invitar a negociaciones al EZLN en las que se deberán tratar los siguientes temas:

Definición de los sujetos de la autonomía (comunidades, municipios mayoría indígenas, pueblos indios);

Remunicipalización;

Alcance de las autonomías;

Vigencia y límites de los sistemas legislativos indígenas;

Representación de los pueblos indígenas en los Congresos Federal y Estatales, así como cabildos municipales;

Reapertura de las mesas de diálogo suspendidas;

Repliegue del ejército a sus posiciones anteriores al conflicto y, por último,

La desmilitarización del EZLN y de los grupos paramilitares.

9. Legitimidad y Poder Ciudadano

Por lo anterior, el pleno se inclinó por la propuesta para:

Legislar en el ámbito constitucional la existencia de áreas de gestión con un alto grado de autonomía con respecto a los tres poderes, así como en su relación con los espacios municipal, estatal y federal.

Estas áreas autónomas de gestión podrían constituirse como consejos, comisiones o institutos encargados de regir, a escala nacional, espacios como las autonomías indígenas, la cultura, la educación, las iglesias los medios de comunicación, los procesos electorales o los impuestos.

10 Participación Ciudadana

Se consensó incorporar en las Constituciones Federal y Locales los siguientes derechos a la participación ciudadana:

El derecho a participar en colaboración con los órganos de gobierno en la preparación, planeación, aprobación, ejecución y observancia de las decisiones y actos de autoridad en todas aquellas cuestiones sobre las que tienen atribuidas facultades legales.

El derecho a participar mediante el plebiscito, referéndum, consulta ciudadana, audiencia pública, revocación del mandato, iniciativa popular, colaboración ciudadana y la instancia de quejas y denuncias.

El derecho a la transparencia de la función pública; a exigir a la autoridad que se mantenga dentro del marco del Estado de Derecho y exigirle cuentas de su gestión y uso de los recursos públicos.

Tales derechos se garantizarían y regularían a través de una Ley Federal de Participación Ciudadana.

11. Competencias de los Municipios

Se aprobó una propuesta con los siguientes matices:

Como premisa fundamental de la reforma municipal, reconocer a nivel constitucional atribuciones originarias de los ayuntamientos en materia de políticas de representación de los intereses de la sociedad municipal, de funciones y servicios propios, de su capacidad fiscal, así como de su capacidad para celebrar convenios intergubernamentales con los estados y la federación en todas las funciones públicas.

Emprender una serie de reformas constitucionales para fijar parámetros claros de la autonomía municipal; definir al ayuntamiento como el órgano de gobierno que representa los intereses de la comunidad municipal; reconocer la heterogeneidad municipal; fomentar la participación de los ayuntamientos en la orientación de las políticas nacionales y estatales, y garantizar el derecho de los municipios sobre sus recursos naturales.

De igual manera se recomendó revisar las instancias de articulación entre los tres ámbitos de gobierno en los siguientes asuntos: a) la promoción del desarrollo económico sustentable; b) el cuidado del medio ambiente y de los recursos naturales; c) la preservación de la identidad cultural y étnica; d) la conservación del patrimonio histórico, y e) el suministro de los servicios públicos básicos.

12. Agenda de la Reforma Municipal

La mesa aceptó la propuesta de reformar diversos preceptos constitucionales para establecer principios comunes que permitan:

Reconocer la naturaleza originaria de los ayuntamientos como expresión del autogobierno democrático de las sociedades municipales.

Reconocer la diversidad de formas orgánicas de gobierno y administrativas adecuadas a las particularidades culturales y regionales del país.

Garantizar la autonomía de los ayuntamientos frente a los ejecutivos y legislativos estatales, así como ante la propia federación.

Permitir la participación de los ayuntamientos en la orientación de las políticas nacionales y estatales, así como la legislación de su competencia.

13. Redefinición del Poder Municipal

Se acordó por consenso:

Integrar al ayuntamiento bajo la figura de un órgano colegiado y facultar a la legislatura local para definir su integración (miembros, mecanismos y periodos).

Remover del texto constitucional la prohibición de la reelección inmediata de los presidentes municipales y miembros de los ayuntamientos.

Legislar en materia de autoridades auxiliares, a fin de generar mayor responsabilidad democrática y rendición de cuentas.

Regular la participación del municipio en materia de desarrollo sustentable. Las legislaturas locales desarrollarían sus alcances.

Establecer la elaboración de Planes de largo plazo sobre todo en materia de desarrollo regional.

Reconocer la autonomía indígena y los derechos de los pueblos indios en el ámbito municipal.

Desarrollar programas de formación a miembros del ayuntamiento y buscar que las leyes locales posibiliten que los municipios establezcan su servicio civil de carrera.

14. Creación de Nuevos Municipios

Se aprobó por consenso:

Otorgar al municipio la facultad de elaborar su propia carta municipal a fin de que participe en la constitución de su estructura política y funcionamiento, misma que se someterá a la sanción de la legislatura local.

Establecer en la Constitución federal criterios generales que deben seguir las Legislaturas Locales para la creación de nuevos municipios; dichos criterios deben contar con estudios serios que puedan determinar las posibilidades reales de desarrollo y no condenen a los nuevos municipios a la dependencia excesiva y a la marginación.

15. Reforma de los Sistemas Electorales Municipales

Se acordó por consenso:

Impulsar la reelección inmediata de los presidentes municipales y miembros de los ayuntamientos.

Ampliar el período constitucional de los ayuntamientos.

Revisar los sistemas electorales municipales para que la integración política del ayuntamiento refleje la pluralidad de la sociedad y propicie una mayor participación ciudadana a través de candidaturas independientes.

Modernizar las modalidades electorales para que cada Legislatura Local abra posibilidades de elecciones ya no por planilla sino por cargo de elección popular. Elegir a los regidores mediante distritos uninominales y revisar las modalidades vigentes para elegir presidentes municipales y síndicos.

16. Soberanía Municipal

Se consensó que:

Debe Homologarse e interrelacionarse los artículos y referencias al municipio que aparecen en varios artículos de la constitución, a saber: la definición contenida en el artículo tercero en el que se precisa que el Estado Nacional es la suma de la federación los estados y los municipios, debe tener un reflejo en el artículo 26, relativo a la planeación democrática.

Después cuando se vuelva a emplear la palabra Estado debe especificarse sistemáticamente que está compuesto por tres órdenes.

Asimismo, en el artículo 27 debe reflejarse claramente a quién compete dentro de la esfera del sistema federativo, ámbitos y responsabilidades atribuidas genéricamente a la Nación en su conjunto.

Es claro que en el artículo 41 debe especificarse que los tres órdenes de gobierno: federal estatal y municipal son el resultado del ejercicio de la soberanía popular a través del voto y por tanto depositarios de soberanía.

En concordancia con lo anterior, El Municipio Libre no debe ser "la organización que los estados adoptan" en su régimen interior, sino la célula constitutiva del Estado mexicano, la comunidad política originaria del sistema político nacional, la expresión primaria de la soberanía popular y la división territorial básica.

17. Territorio Insular

Fue bien recibida desde un principio la iniciativa de incorporar este tema dentro de la agenda de trabajo. Se aprobó por unanimidad la propuesta consistente en una reforma al artículo 48 Constitucional con el objeto de que los Estados de la Federación con litorales ejerzan jurisdicción sobre aquellas islas, cayos y arrecifes que se encuentren hasta una distancia de 12 millas de la costa, dependiendo del Gobierno Federal los territorios insulares localizados fuera de dicho límite.



	VI. Constitución y Globalidad
	1. Migración y Política Exterior

· Incorporar a los principios constitucionales de política exterior los de la promoción y protección de los derechos humanos y de la calidad de vida de las presentes y futuras generaciones.

· Modificar la constitución para establecer la obligación del Estado de velar por los derechos humanos de los mexicanos en el extranjero, en el marco de los convenios internacionales existentes.

· Incluir en el artículo 133 Constitucional a los tratados de derechos humanos, con jerarquía superior a la de los tratados en general.

· Incorporar en la Constitución las disposiciones necesarias para que México esté en posición de aceptar plenamente la jurisdicción internacional en materia de derechos humanos.

· Crear una Instancia Federal de Protección a los Trabajadores Migrantes.

· Reformar la Ley General de Población y su Reglamento a efecto de ofrecer plena seguridad jurídica. Formular una Ley de Emigración e Inmigración que integre  los compromisos de México en la materia y garantice su aplicación.

2. Democratización de los Organismos Internacionales

· Se aprobó por consenso que México debe asumir una personalidad relevante en el concierto de las Naciones; para ello es necesario, entre otros aspectos, establecer la obligación para el gobierno mexicano de apoyar y promover a diplomáticos nacionales en la política multilateral e introducir el concepto de consulta pública en materia de política exterior.

· Reconocer el tema de la Democratización de las Naciones Unidas como un asunto de la Reforma del Estado.

3. Desarrollo Nacional y Cooperación Internacional

Elaborar una Ley Reglamentaria sobre cooperación internacional para el desarrollo, que dé certidumbre jurídica a la acción de México en esta materia.

Esta normatividad deberá incluir los objetivos que a continuación se enumeran:

· Establecer las áreas prioritarias para recibir y aportar la cooperación y su vinculación al Plan Nacional de Desarrollo.

· Influir para modificar el Régimen Internacional de Cooperación con el objeto de incluir a los países de desarrollo intermedio en sus programas.

· Como país donante, México debe poner énfasis en la cooperación cultural y asumir la responsabilidad del país hispano-parlante más grande del mundo.

· Fomentar en las etapas educativas el concepto de cooperación.

· Regular el financiamiento de operación cuando se trate de ofrecer cooperación y garantizar el acceso de los gobiernos locales y municipales en la contratación de cooperación internacional.

· Promover la deducibilidad fiscal de la cooperación internacional.

· De igual manera, se insistió en la conveniencia de instaurar un organismo público descentralizado que haga flexible y operativa la prestación y recepción de la cooperación internacional, que garantice la correcta distribución de recursos en forma diversificada y que permita que tales fondos se ejerzan de manera aglutinada y coherente, y no de manera dispersa como hasta ahora.

4. Soberanía, No Intervención y Responsabilidad Global.

· Rechazar la injerencia unilateral de cualquier Estado en asuntos internos de los países, así como la aplicación extraterritorial de leyes extranjeras. 

· Reconocer la autodeterminación como un derecho humano de carácter colectivo.

· Aceptar la transformación del concepto clásico del Estado-nación y abogar por la supranacionalidad que surge de los tratados multilaterales y de los procesos de integración.

· La política exterior debe constituir un instrumento para promover la vigencia del Estado de Derecho, en lugar de un mecanismo para encubrir ante los ojos del mundo las limitaciones internas en esas materias.

· Se insistió en establecer en el orden jurídico internacional criterios específicos y no discrecionales, así como esquemas de vigilancia necesarios para asegurar que el país, en lo interno, cumpla en lo que le corresponde con sus responsabilidades globales, pues son estos incumplimientos los que ponen en entredicho la soberanía nacional.

5. Celebración y Aplicación de Tratados en Materia Económica y Comercial

Hubo acuerdo en las siguientes conclusiones:

· La Cámara de Diputados debe participar en el proceso de aprobación de los tratados  en materia económica y comercial.

· Adoptar como una etapa preliminar en el procedimiento de celebración de tratados internacionales la instrumentación de sistemas de consulta popular, previamente a la aprobación de ciertas categorías de tratados que puedan afectar directamente la esfera jurídica de los ciudadanos.

· Instrumentar la participación y consulta ciudadana para el control, ejecución y evaluación de todos los tratados económicos y comerciales.

· Incluir en la Ley para la Celebración de Tratados los principios y criterios fundamentales que normen la negociación de acuerdos económicos y comerciales.

· Modificar la Constitución a fin de prever la obligación del Ejecutivo, de pedir autorización previa al Congreso de la Unión para iniciar las negociaciones de ciertas categorías de tratados fundamentales, en particular en materia económica y comercial, así como la obligación de informar durante el proceso de negociación y sobre los resultados del mismo.  Correlativamente, facultar al Congreso para estudiar el impacto de los tratados y hacer recomendaciones al Ejecutivo.

· Vincular el Plan Nacional de Desarrollo con los términos de las negociaciones de los acuerdos económicos comerciales.

· Reivindicar el papel coordinador de la Secretaría de Relaciones Exteriores en la negociación y celebración de Tratados y Convenciones, en materia económica y comercial.

6. México frente a la Globalidad

Retomar el papel de vanguardia de la política exterior de México en la promoción de acuerdos multilaterales, fundamentalmente para el fortalecimiento de las Naciones Unidas en los principales asuntos de responsabilidad global: 

· Reforma de las Naciones Unidas y del sistema de seguridad internacional

· Conversión de América Latina en zona de paz a través de una Convención Interamericana contra el tráfico ilícito de armas y el narcotráfico.

· Cooperación internacional en la persecución de crímenes contra la humanidad y creación de una jurisdicción penal internacional.

· Promoción de una normatividad internacional sobre el medio ambiente global

· Regulación internacional en materia de migración.

· Cooperación multilateral en asuntos de gobernabilidad y participación ciudadana.

· Impulso a una Convención mundial sobre el uso y aplicación democrática de nuevas tecnologías de la información y la comunicación.

· Fomento a la ampliación y el cumplimiento de los compromisos internacionales en materia de derechos humanos.

· Reforma de los organismos internacionales.

7. El Estado mexicano en la era del ciberespacio

· Promover una política de Estado que conduzca al aprovechamiento adecuado del ciberespacio, que fomente la creación de mecanismos de autoregulación y que cuente con elementos para definir cuál es el interés nacional a defender en el ciberespacio.

· Se acordó la necesidad de convocar a un amplio debate con los sectores involucrados, a fin de incorporar los retos del ciberespacio a la agenda nacional.  Este esfuerzo se podría realizar mediante la creación de un comité consultivo integrado por el sector privado, instituciones de investigación y desarrollo tecnológico y organismos no gubernamentales.

· Promover  en el marco de la cooperación internacional, la celebración de una conferencia mundial que examine el fenómeno y discuta la viabilidad de un marco regulatorio multilateral en los siguientes aspectos: comercio electrónico, derecho a la privacidad, derechos del consumidor, derechos de autor, propiedad intelectual, libertad de expresión y conductas delictivas.

· Modificar la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal con el fin de crear un órgano responsable de los asuntos espaciales, denominado "Consejo Nacional del Espacio Exterior" que tendría como cabeza de sector a la Secretaría de Relaciones Exteriores.

8. Relaciones México- Estados Unidos

· Incluir en los criterios de definición del interés nacional la revisión de la política exterior mexicana, desde una perspectiva geopolítica.

· Por otra parte, se propone que el ámbito en el que mejor pudiera desarrollarse esta discusión sea un Consejo Nacional de Política Exterior como el órgano de Estado que defina la política exterior de nuestro país.

9. Cooperación y coordinación fronteriza

· Se propuso impulsar la creación de mecanismos de planeación y consulta regional transfronterizos, que atiendan políticas públicas de largo plazo y asuntos que exigen soluciones inmediatas.

· Un mecanismo de planeación estratégica requerirá de un acuerdo bilateral entre México y sus países vecinos con la participación de los distintos sectores involucrados.

· Como una propuesta complementaria, se aceptó el criterio de considerar la relevancia de los acuerdos de cooperación suscritos entre estados de la Unión, municipios y ciudades fronterizas con sus contrapartes en el exterior a pesar de que no tienen lugar en el orden jurídico nacional, ni están regulados por el derecho internacional como documentos políticos. Para ello, sería indispensable adecuar el marco institucional mediante la creación de un mecanismo institucional de cooperación internacional, dentro de la Secretaría de Relaciones Exteriores, que cuente con una importante oficina de enlace con los Gobiernos de los estados de la Unión, y que reciba la encomienda de apoyarlos en las gestiones de promoción y fomento que éstos realicen en el exterior, sin que ninguno de ellos pueda comprometer jurídicamente a la Federación.

10. Comunidad Latinoamericana de Naciones

Hubo acuerdo en las siguientes conclusiones:

· Impulsar una integración profunda con América Latina que asegure el desarrollo sustentable, que incorpore la consulta y participación de la sociedad civil así como la dimensión cultural y social del proceso de integración, y que reconozca las asimetrías entre las economías de los diferentes países.

· Promover las siguientes acciones programáticas para la integración con América Latina: a) un plan de convergencia inmediata consistente en vincular y articular en un plazo breve los acuerdos económicos bilaterales, trilaterales y regionales con miras a confluir en una zona de libre comercio que abarcase a toda América Latina y reconociera las diferencias productivas; b) el  establecimiento de la Comunidad Latinoamericana de Naciones que buscaría homogeneizar las estructuras legales, así como políticas culturales y sociales; de igual manera, fortalecer los nexos culturales y económicos con las naciones  ibéricas;  c) la conversión de la región latinoamericana en una zona de paz, a través de convenciones interamericanas contra el tráfico ilícito de armas para el fortalecimiento de la seguridad hemisférica, y para atender asuntos prioritarios como el armamentismo, la migración, el medio ambiente y el narcotráfico.

11. Celebración de Tratados y su Incorporación al Derecho Interno

Se aprobaron las siguientes propuestas:

Facultar a la Cámara de Diputados para aprobar tratados internacionales; se plantearon dos procedimientos que, sin obtener acuerdo, tuvieron mayores opiniones a favor: a) facultar a ambas cámaras del Congreso para aprobar todos los tratados y b) establecer una distinción legal por materia para que, en razón de su naturaleza, unos instrumentos pasen por la aprobación de ambas Cámaras y otros sólo por el Senado, considerando en todos los casos al Senado como cámara de origen.

· Definir en la ley qué se entiende por acuerdos ejecutivos, toda vez que éstos no pasan por la aprobación del Congreso.

· Enviar los instrumentos aprobados por el Congreso o, en su caso, por el Senado a las Legislaturas locales con la finalidad de que éstas actualicen las leyes ordinarias a fin de iniciar el proceso de internalización en sus respectivos ámbitos.

· Revisar la constitucionalidad de los tratados internacionales previo a su aprobación, sólo cuando existan dudas sobre su apego a nuestra Carta Magna.  Se planearon dos procedimientos: 1. Dar competencia a la Suprema Corte de Justicia de la Nación o 2. Facultar a una comisión del Senado de la República.

12. Revisión de la Ley para la Celebración de Tratados

Hubo acuerdo en las siguientes propuestas:

· No se consideró necesario modificar el artículo 73 constitucional pues basta con las facultades implícitas previstas en la fracción XXX para fundamentar la facultad del Congreso para legislar en materia de tratados internacionales.  No obstante, la autora de la propuesta insistió en la pertinencia de adicionar este precepto constitucional para hacer explícita dicha facultad.

· Derogar la vigente Ley Sobre la Celebración de Tratados.

· Emitir una nueva ley que regule a los tratados y que tome en cuenta los siguientes aspectos: entrada en vigor de los tratados, denuncia, normas de interpretación aplicables, requisitos de publicación, procedimientos de consulta popular de los tratados que incidan en materias que afecten a la ciudadanía, procedimiento interno de celebración, órganos competentes, entre otros.

· En lo relativo a los acuerdos interinstitucionales, se acordó no contemplarlos en una nueva ley sobre tratados pues se deben considerar como contratos o acuerdos de carácter administrativo según el Derecho Interno de las entidades federativas o municipios que los celebren. En dichos acuerdos se determinaría la ley aplicable y se sugiere el arbitraje como mecanismo de solución de controversias.

No fue aprobada por la Mesa :

· Reformar el artículo 117 Constitucional para facultar a las entidades federativas a celebrar tratados internacionales en el ámbito competencial que les corresponde según el artículo 124 de la Constitución.

13. Derecho de Extradición

Hubo consenso en las siguientes propuestas:

· Aceptar el procedimiento de extradición, a pesar de sus críticas y defectos, como el método más apropiado para adquirir jurisdicción sobre una persona perseguida penalmente por el Estado solicitante.

· Prever en forma expresa en el derecho positivo mexicano el principio de universalidad, entendido como la facultad atribuible a todo Estado para llegar a poseer jurisdicción válida respecto al enjuiciamiento y castigo de una determinada categoría de crímenes de trascendencia internacional.

· Modificar el Artículo 33 Constitucional, para evitar el uso arbitrario de la facultad discrecional del Poder Ejecutivo de expulsar extranjeros perniciosos a través de la supresión de la frase "sin juicio previo", lo cual, además, permitirá retirar las reservas a tratados de derechos humanos motivadas por dicho precepto constitucional.

· Distinguir claramente en la legislación entre los términos expulsión, deportación y extradición, estableciendo en ella un procedimiento que ofrezca seguridad jurídica al extranjero.

14. Jerarquía de los Tratados

Se aprobó por consenso reformar el artículo 133 Constitucional para:

· Establecer la jerarquía normativa del sistema jurídico mexicano, ubicando en primer lugar a la Constitución y a los instrumentos internacionales en materia de derechos humanos; en segundo lugar, al resto de los tratados  y, por último, a las leyes federales y locales.

· Realizar una revisión de la constitucionalidad de los tratados suscritos por México, previamente a su aprobación por el Poder Legislativo, únicamente en caso de existir duda al respecto.

15. Renuncia a la Inmunidad de Jurisdicción y Ejecución

Hubo acuerdo unánime en reformar el artículo 73 Constitucional, con miras a:

· Establecer como facultad del Congreso de la Unión, la autorización de las renuncias a la inmunidad de jurisdicción y ejecución.

· Otorgar expresamente al Congreso de la Unión la facultad de legislar en materia de inmunidad.

· Emitir una ley secundaria en materia de inmunidad de jurisdicción y ejecución que establezca los casos en que procede conceder inmunidad  a los Estados extranjeros, así como normar el procedimiento que deben seguir funcionarios, dependencias y entidades del Gobierno federal para renunciar a la inmunidad del Estado mexicano.

16. Derechos de los Mexicanos en el Extranjero

Hubo acuerdo en el siguiente sentido: 

· Garantizar el voto de los mexicanos residentes en el extranjero mediante el establecimiento de una circunscripción electoral universal y de acuerdo con las modalidades legales y presupuestales que procedan

Se tomó el acuerdo, con algunas reservas para:

· Promover la representación de los mexicanos residentes en el extranjero en la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión.

17. Interés Nacional y Política Exterior

Se acordó:

· Definir la identificación y promoción del interés nacional como uno de los principios rectores de la política exterior en un capítulo constitucional.

· Establecer la obligación constitucional para que el Ejecutivo expida, de acuerdo con una amplia consulta nacional, un Plan Nacional de Política Exterior que incorpore señaladamente el interés de la nación y la voluntad concretada de los actores.

18. Recuperación de la Función Coordinadora

de la Política Exterior por la Cancillería

· Pleno consenso en reformar la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal y otros ordenamientos legales relacionados para que la Secretaría de Relaciones Exteriores recupere el manejo integral de la política exterior, esto es, su coordinación, conducción y ejecución, y brinde apoyos técnicos a las distintas dependencias a través de enlaces administrativos.

· Fortalecer el Servicio Exterior Mexicano a través de las reformas legales, administrativas y presupuestales necesarias, con énfasis en tres aspectos: 1) limitación porcentual a la facultad presidencial de nombramiento de los jefes de misión, 2) idoneidad de los nombramientos del Ejecutivo aprobados por el Senado, 3) flexibilidad para la asimilación de personas externas al Servicio Exterior, 4) incremento sustancial de la partida presupuestal destinada al sector de relaciones exteriores para que la Cancillería pueda cumplir sus funciones en forma eficaz.

19. Facultades y Límites de la Actividad Internacional

de los Estados de la Federación

Se acordó:

· Crear un Mecanismo de Cooperación Internacional de la Secretaría de Relaciones Exteriores con una oficina de enlace con los gobiernos de los Estados para apoyarlos en sus gestiones de promoción y fomento que éstos realicen libremente en el exterior, siempre que no comprometan obligaciones exigibles para la Federación.

20. Facultades de la Cámara de Diputados y del Senado

en materia de Política Exterior

· Facultar a la Cámara de Diputados para aprobar los tratados internacionales; sin embargo, no hubo acuerdo en cómo hacerlo, por lo que se decidió expresar en el informe final las dos posturas que, sin obtener acuerdo, tuvieron mayores opiniones a favor: a) facultar a ambas cámaras del Congreso para aprobar todos los tratados y b) establecer una distinción legal por materia para que, en razón de su naturaleza, unos instrumentos pasen por la aprobación de ambas Cámaras y otros sólo por el Senado, considerando en todos los casos al Senado como cámara de origen.

· Hubo acuerdo en establecer la obligación del Poder Ejecutivo de mantener informado en todo momento al Congreso de la Unión sobre los procesos de negociación de los tratados internacionales. 

· No hubo acuerdo para ampliar la facultad de analizar la política exterior a la Cámara de Diputados por lo que se mencionan las dos posturas emergentes: 1)  ampliar la facultad de análisis de la política exterior a la Cámara de Diputados, y 2) mantener dicha facultad como exclusiva del Senado y elaborar una ley reglamentaria del artículo 76, fracción I constitucional para definir los alcances de dicha facultad. Esta postura se vincula con la propuesta de crear un Consejo Nacional de Política Exterior.

21. Organismo Intersecretarial Responsable del Desarrollo y Aprovechamiento de las Zonas Marítimas Mexicanas

Se aprobó crear un mecanismo institucional al cual se encomiende la política marítima nacional, como un asunto económico y de seguridad nacional (y no como de reivindicación de jurisdicciones), que se encargue de perfeccionar el inventario de recursos marinos nacionales y de asegurar el derecho a la información sobre ese inventario, así como para la protección ecológica y la explotación racional de tales recursos naturales.

22. Propuesta para incluir un nuevo capítulo constitucional en materia de política exterior

Formular un sólo título de la Constitución que integre, de manera articulada, todas las disposiciones referentes a la política exterior y a los tratados e, igualmente establezca los criterios para definir el concepto de interés nacional, a efecto de que se equilibren y complementen con los principios rectores de la política exterior. Incorporar a éstos, los de promoción y protección de los derechos humanos, así como la protección del medio ambiente y los recursos naturales

23. Consejo Nacional de Política Exterior.

Constituir un Consejo Nacional de Política Exterior, integrado

fundamental por los poderes públicos con atribuciones constitucionales en la materia, que sería un órgano de Estado con decisiones vinculatorias y con carácter eminentemente consultivo que, entre otras funciones, vigilaría el cumplimiento de las obligaciones internacionales, contribuiría a la formulación de políticas de estado y coordinaría las acciones de los diversos órganos de gobierno en sus relaciones con el exterior. Asimismo, incorporaría las opiniones de los actores de la sociedad en el diseño y planeación de la política exterior, así como su evaluación periódica. Otros participantes, en cambio, plantearon la conveniencia de fortalecer al Senado para organizar el sistema consultivo y supervisar la ejecución de la política exterior.  Se reconoció la posibilidad de combinar varias de las hipótesis anteriores.




IV. Necesidad de actualización del marco legal en materia electoral

Actualmente, la Cámara de Diputados tiene la responsabilidad de analizar en comisiones las iniciativas de reforma político-electoral que han sido presentadas y turnadas para su estudio y dictamen, aquellas que cuentan con el dictamen de la Legislatura anterior, por disposición del artículo 94 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, aquellas que cuentan con el dictamen de la Legislatura anterior, pasan en calidad de proyecto a la actual Legislatura,  en relación a la que no se hubiere producido dictamen, existe la obligación de las comisiones ordinarias de continuar el estudio, análisis y, en su caso, dictaminar las iniciativas rezagadas durante la Legislatura anterior.

De entre las iniciativas presentadas en la LIX Legislatura, por su carácter integral, cabe destacar la del Presidente Vicente Fox, la del PRI-PRD, la del Partido del Trabajo y la del diputado priísta Luis Antonio Ramírez Pineda, ya que abordan temas de gran interés para la reforma político electoral. Asimismo, podemos mencionar entre las principales coincidencias –que no son menores-, el que dichas iniciativas tienen los siguientes temas en común: el costo de los procesos electorales, la duración de las campañas, las facultades de fiscalización del IFE, la difusión de los programas gubernamentales en tiempos electorales y la regulación de las precampañas.  Las diferencias se encuentran básicamente en el acceso de los partidos al uso de tiempos en radio y televisión.  Durante el largo proceso de análisis y discusión de las iniciativas que se realizó durante la LIX Legislatura, con excepción del PAN, todas las fuerzas políticas representadas en el Congreso de la Unión, coincidieron en que debe ser el IFE el que contrate y distribuya esos tiempos.  La posición del PAN fue compartida por el gobierno federal.

La iniciativa del Poder Ejecutivo Federal no aborda el tema de la publicidad comercial en televisión y la radio que, bajo la óptica de la propuesta del PRI y del PRD, tienen que ver con los triunfos que dependen más de la publicidad y del financiamiento privados, que del ingenio, la inteligencia y la habilidad del candidato.  Existe coincidencia en las iniciativas, en que el actual sistema de financiamiento tiene resquicios por lo que se introduce y se refuerza la corrupción y se perpetúa la impunidad.  Las iniciativas coinciden también en el costo excesivo de los procesos electorales y en particular de las campañas políticas.

La actual LX Legislatura no puede partir de cero en el análisis del tema de la reforma político-electoral.  Existe un buen número de iniciativas presentadas por diputados integrantes de diversos Grupos Parlamentarios y el Ejecutivo Federal, mismas que se encuentran en estudio en las diferentes comisiones ordinarias.  Esto nos permite aprovechar las experiencias de las discusiones sostenidas, sobre los temas materia de las iniciativas a fin de encontrar y reforzar las coincidencias, detectar las divergencias y buscar los puntos de acuerdo sobre los temas a debate que nos permitan a cada uno de los Grupos Parlamentarios impulsar una reforma integral al marco legal en materia electoral.

Durante lo que va del primer periodo ordinario de sesiones, correspondiente al primer año de ejercicio de la LX Legislatura, del día 5 de septiembre, que fue la primera sesión ordinaria, al 31 de octubre de 2006, encontramos que se han presentado un total de cuatro iniciativas de ley en materia electoral, que reforman y adicionan diversos artículos del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales y de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, mismas que han sido descritas en el presente apartado.  En las respectivas exposiciones de motivos se detallan las razones que los integrantes de los Grupos Parlamentarios tienen para proponer la actualización al marco legal en materia electoral.

Aunado a lo anterior, es preciso comentar que las agendas legislativas de los ocho Grupos Parlamentarios representados en la Cámara de Diputados, por orden representativo, a saber: Partido Acción Nacional, Partido de la Revolución Democrática, Partido Revolucionario Institucional, Partido Verde Ecologista de México, Partido Convergencia, Partido del Trabajo, Partido Nueva Alianza, y el Partido Alternativa Socialdemócrata y Campesina, contienen dentro de sus propuestas legislativas el tema de reforma electoral, como una de sus prioridades.  Por lo anterior se puede afirmar que existe, al menos, la voluntad política de los diversos Grupos Parlamentarios para abordar el tema con el objetivo de impulsar y concretar una reforma electoral que responda a la nueva realidad política de México. 

V. Perspectivas para la actualización del marco legal en materia electoral.

Tomando en cuenta las experiencias y conclusiones a las que llegaron los expertos que participaron en las Mesas de discusión para la Reforma del Estado y una vez que ha concluido el pasado proceso electoral, es momento de hacer una seria reflexión acerca de las cuestiones que deberían ser revisadas y modificadas.  La reforma electoral debe tomar en cuenta necesariamente, entre otros, los siguientes elementos:

1. Reducir la duración de las campañas electorales. Durante las últimas semanas previas al 2 de julio, se vivía una especie de cansancio y de fastidio, que lo mismo se expresaba en los repetidos discursos de los candidatos como en sociedad que prefería refugiarse en el Mundial de Fútbol en  Alemania 2006. Las campañas deberían tener una duración máxima de tres meses.

2. Disminuir el financiamiento de los partidos y de los órganos electorales administrativo y jurisdiccional. No es necesario discutir la pertinencia del financiamiento público, que se ha demostrado como una palanca importante para afianzar el pluralismo político que tenemos, pero lo que resulta indefendible es su monto. Los partidos deben realizar campañas mucho más austeras, con menos recursos.  Los recursos públicos como fuente financiera principal y en ningún momento sustituibles por recursos privados.  Se deberá discutir sobre la pertinencia del financiamiento privado, particularmente atendiendo las experiencias suscitadas con los escándalos como el pemexgate y amigos de fox.  Por otro lado, es necesario disminuir el presupuesto con el que cuentan los órganos electorales, como el Instituto Federal Electoral y el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, a fin de que estas instituciones adelgacen y hagan eficiente su estructura burocrática, pero sobre todo, evitar el desvío de recursos vía “bonos” o “fideicomisos” creados, supuestamente, con “ahorros”.

3. Regular la relación entre medios de comunicación y partidos políticos. Deberá normarse la contratación directa por parte de los partidos políticos de publicidad en medios electrónicos.  La mayor parte del financiamiento que reciben los partidos políticos se va directamente a los medios electrónicos.  Para evitar este exceso, será necesario contemplar varias opciones.  Una es centralizar en el IFE toda la compra de los espacios publicitarios, de modo que se adquieran en condiciones equitativas para todos los partidos políticos y con anterioridad al inicio de la contienda electoral.  Otra solución, más radical pero mucho más benéfica, es limitar paulatinamente y bajo ciertos gradualismos, la publicidad en medios electrónicos.  

Es importante que los partidos aprendamos a vivir sin comprar espacios en la televisión, sino ganándonos los mismos con base en el propio trabajo de campaña y generando noticias de interés general.  Los ciudadanos requieren ideas y propuestas, no eslogans, gingles y descalificaciones de adversarios.

Como una solución intermedia al esquema actual, durante la Legislatura anterior, se propuso la creación de una Comisión, la cual tendría como objeto el convenir (negociar) con concesionarios y permisionarios de radio y televisión, las tarifas comerciales que se ofrezcan a los partidos políticos para su contratación.  La Comisión sería creada por el IFE e integrada por representantes de los partidos políticos con registro nacional, así como miembros de las Comisiones de Fiscalización y la de Prerrogativas del propio Instituto.  La Comisión se crearía al inicio del año electoral, cumplido su objeto se disolvería. 

4. Profundizar los mecanismos de fiscalización de los recursos partidistas. Se hace urgente el crear mecanismos para fiscalizar efectivamente las llamadas "pre-campañas", por un lado, y, por otro, darle capacidad a las autoridades electorales para investigar los apoyos "informales" que diversas asociaciones y grupos de la sociedad otorgan a los partidos y candidatos. Suele suceder que hacia el final de las campañas, cuando los partidos están a punto de rebasar los topes de gasto, aparezcan anuncios de "asociaciones civiles" o "grupos de ciudadanos" pidiendo el voto para tal o cual candidato, lo que puede hacer presumir la existencia de una red de financiamiento paralelo al oficialmente contabilizado, que viola el principio de equidad.

Aunado a lo anterior, en opinión de un sector importante de académicos y analistas políticos el problema de la relación entre dinero y política asume una creciente importancia en la actualidad. La revisión amplia y transparente a los recursos que reciben los partidos políticos como financiamiento público y privado evita que el narcotráfico y la delincuencia organizada financien campañas  y actividades ordinarias.

Eliminar textualmente el secreto fiscal y bancario en materia de fiscalización de las finanzas de los partidos es un punto de partida, pasando por el poder requerir coactivamente a terceros que hayan tenido relaciones comerciales o financieras con partidos políticos la entrega de información y de la documentación necesaria para cumplir con cabalidad la rendición de cuentas que la sociedad reclama.

5. Regular las precampañas.  Definir con claridad qué se entiende por precampaña, revisar las Tesis del Tribunal Electoral y diseñar un concepto que se distinga de los procesos internos de selección de candidatos realizados por parte de los partidos políticos, ya que conforme a sus documentos básicos, existen diversidad de métodos y procedimientos de selección y postulación de candidatos, y eso, en nuestra opinión debe ser respetado.  No obstante, estamos convencidos de la necesidad de “fiscalizar” las precampañas, el que se establezcan topes de gastos de los aspirantes y, en general, que se fijen reglas del juego claras para los mismos.

6. Garantizar la libertad de expresión de los contendientes. La espiral prohibicionista que iniciaron los magistrados del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación al decidir qué podía y qué no podía decirse de los candidatos rivales es muy peligrosa. La ley debería impedir solamente la emisión de expresiones que fueran claramente denigratorias, que acusaran a un candidato de haber delinquido o que fueran meros insultos, sin ningún tipo de mensaje positivo. Por ejemplo, debería estar prohibido decir que tal candidato es un pederasta, pero no que su elección podría representar un "peligro" para México o para su estabilidad financiera. Las campañas son un momento para poner ante los electores todos los elementos de juicio a fin de que puedan decidir a qué partido votar. El criterio de los ciudadanos solamente puede formarse adecuadamente si cuentan con suficiente información (negativa y positiva) acerca de quienes les están pidiendo el voto.

En contraposición, el 23 de mayo de este año, el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación sustentó que los spots difundidos por el PAN y la Alianza por México han violado preceptos de la legislación electoral.

En su resolución, el Tribunal Electoral indicó que los mensajes en los que el priísta Roberto Madrazo acusa a Andrés Manuel López Obrador de "mentir como un hábito" y los del PAN en los que ven a este segundo, como "un peligro para el país" tienen como objeto la ofensa y la denigración.

La Magistrada Alfonsina Berta Navarro estimó ayer que la frase "mentir es un hábito para ti" constituye una consideración particularmente negativa, dura, severa e intensa y que trata de minar la credibilidad de un candidato. Propuso, y fue aceptado, que en el spot podría seguir en el aire pero sin dicha frase.  Argumentó que el párrafo 1, inciso B del artículo 38 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales (COFIPE) señala que los partidos políticos deben abstenerse de realizar cualquier manifestación, declaración oral o escrita que implique una ofensa o demérito en la imagen o estima de los demás partidos, como la diatriba, calumnias, injurias, infamias y difamaciones.

En cuanto al resolutivo sobre los spots del PAN, esta Magistrada coincidió con la violación del artículo 38 del COFIPE y dijo que en los tres mensajes tienen la intensión directa de denostar la personalidad de un candidato.

"Con tan reiterada situación de que el señor es un peligro para México y que su actuar sería una catástrofe, casi lo estamos teniendo como el quinto jinete del Apocalipsis, lo que genera cierta mal información al público", se consignó.

En la situación anteriormente planteada,  existen dos problemas.  El primero, la definición de donde está la línea que divide lo público de lo privado.  El segundo, el establecimiento de qué le debe prevalecer: si la libertad de expresión o lo señalado en el COFIPE.

Ahora bien, en diversas ocasiones, un partido político y su candidato se sienten calumniados, infamados, injuriados, por lo que dice y critica su adversario. Por ello, se acude a la autoridad electoral (IFE) para que se impida tal actuar y se sancione al infractor de la ley.  Se espera que la autoridad castigue y detenga el mensaje que se considera infamante. No obstante, de manera recurrente y espectacular, los papeles de los partidos inculpados y denunciantes siguen una misma línea argumental. A acusa a B o B acusa a A. Pero A y B como demandantes utilizan los mismos argumentos y, A y B como demandados hacen lo mismo.

Quien acusa se apoya en el artículo del COFIPE citado. Pero quien es acusado saca la Constitución y repite: "La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, los derechos de tercero, provoque algún delito o perturbe el orden público..."  y agrega: "Es inviolable la libertad de escribir y publicar escritos sobre cualquier materia. Ninguna ley ni autoridad pueden establecer la previa censura... ni coartar la libertad de imprenta, que no tiene más límites que el respeto a la vida privada, a la moral y a la paz pública".

Sus argumentaciones suelen ser más que parecidas. El que acusa llama a no envilecer el espacio público con "diatribas, injurias, calumnias". Y el acusado presiona para que no se erosione un valor fundamental de la democracia: la libertad de expresión, que supone la crítica del adversario. En estos casos, por supuesto, la autoridad no puede dejar satisfechos a ambos. Importante sería que en esta ley, como en otras, la legislación prevea lo que se entiende por “privacidad” y evitar la discrecionalidad en la interpretación del precepto.

El reto es que la autoridad tiene que intentar hacer compatible la libertad para criticar y la generación de un ambiente político que no se precipite en un tobogán de descalificaciones mutuas que acabe erosionando la propia convivencia democrática. Desde esa perspectiva el asunto vuelve a complicarse. ¿Cuál es el límite -no conceptual sino práctico- de la libertad de expresión?

La libertad de expresión no es irrestricta, pero por supuesto debe ser apuntalada y fortalecida todos los días porque es un pilar y una condición de la democracia.  La difamación, la calumnia, la injuria deben ser reducidas y eliminadas para que la convivencia de la diversidad no desemboque en la “ley de la selva”.

7. Renovar escalonadamente a los integrantes de los órganos electorales. A pocas semanas de terminada la calificación de la elección presidencial seis de los siete magistrados del Tribunal Electoral cesaron en sus funciones.  Hoy han sido electos 5 y resta sólo una terna que ha sido devuelta al Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación para que la vuelva a integrar y la presente ante el Senado de la República para su valoración y nombramiento del llamado “sexto en discordia”. Los nuevos magistrados en pocas semanas estarán dictando importantes decisiones acerca de procesos electorales locales, a celebrarse durante la segunda mitad del año. ¿No sería mejor que el cambio de magistrados fuera poco a poco y no de golpe?  Lo mismo sucede en el caso de la autoridad administrativa electoral, pues tampoco en el caso del IFE está prevista la renovación escalonada de los consejeros. Este arreglo institucional no es muy benéfico para la continuidad de los trabajos electorales y provoca que en cada renovación haya una prolongada fase de adaptación y aprendizaje.

Para corregir este problema, hay que fortalecer los perfiles previos que se deben tomar en cuenta por los electores para los nombramientos, ya que la renovación de los integrantes, de forma gradual y escalonada permite, entre otras cosas, renovar el criterio de los funcionarios y el actuar de las propias instituciones. 

8. Establecer suplencia de los Magistrados.  Los magistrados del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación no tienen suplencia y situándonos en la hipótesis normativa de la calificación de los comicios presidenciales del 2012, se requieren necesariamente seis de siete votos, ¿qué pasaría si dos estuvieran ausentes por cualquier motivo?

9. Establecer un plazo de prohibición durante el proceso electoral, para la difusión de programas oficiales y obra pública a nivel Federal, estatal y municipal.  Con ello se busca hacer realidad uno de los principios que rigen la contienda electoral, como es el principio de equidad, a fin de que todos los candidatos participen en la contienda en condiciones de igualdad, evitando así que quienes ejercen el poder y por la representatividad que ostentan, puedan inclinar las preferencias del electorado a través de la difusión de la acción de gobierno o las obras públicas.

Es necesario regular los spots y publicidad en general que difunden los servidores públicos de los tres niveles de gobierno durante el proceso electoral, ya que es evidente el apoyo que brindan al candidato de su preferencia, por lo que deberá restringirse tajantemente cualquier propaganda emitida por dichas autoridades durante el proceso electoral.

En el mismo sentido, la neutralidad de los titulares de ejecutivos federales, estatales y municipales, así como de los funcionarios públicos de todos los niveles, deben de estar reglamentadas en el Código electoral, para prohibir acciones con fines de proselitismo electoral o en forma de coacción y compra de voto.

10. Revisar los mecanismos para la emisión del voto de los mexicanos en el extranjero. Redimensionar sus costos y beneficios. Muchos esfuerzos, discusiones, análisis y proyectos fueron puestos en marcha para lograr que se reconociera el derecho de los mexicanos en el extranjero a sufragar por el presidente de la República.  Cuando ese derecho fue reconocido, la respuesta de los beneficiarios resultó escasa. Si los resultados se miden contra las expectativas, el balance resulta desalentador; pero si se sopesan de cara a la situación anterior (en la que ningún mexicano fuera de nuestras fronteras podía votar), puede verse como un avance. 

Vale la pena reiterar que la operación de extender el derecho al voto a ciudadanos que estaban en imposibilidad de hacerlo, por residir en el extranjero,  es en sí misma correcta. Se abrió la puerta a esa eventualidad, se reconoció que estamos ante millones de hombres y mujeres que deben  ejercer un derecho político fundamental.

En términos numéricos, los resultados son magros al finalizar el plazo para que los mexicanos en el extranjero puedan realizar sus trámites para votar en las próximas elecciones federales. El número de formularios recibidos por el IFE, cerca de 25 mil, indica que los votantes reales fueron espectacularmente menos que los potenciales, calculados en alrededor de 4 millones.  La expectativa de muchos en el sentido de que habría una votación copiosa no se cumplió.  Al respecto se escuchan voces que intentan cobrar la factura a los supuestos "responsables". 

Unos voltearán hacia el Poder Legislativo para analizar las deficiencias en la ley y los tiempos en que fue aprobada, otros hacia el IFE para revisar su actuación, otros más buscarán en la labor de embajadas y consulados su gramo de responsabilidad. Lo cierto es que siempre pueden existir deficiencias en los terrenos normativos y operativos y siempre vale la pena discutirlas para mejorar y perfeccionar el procedimiento; pero tengo la impresión de que estamos ante un asunto de mayor calado. El escaso interés mostrado no puede explicarse por la dimensión técnica-legal, sino por una causa más profunda, que tiene que ver con los efectos propios de los grandes fenómenos migratorios.

La baja inscripción, por lo pronto, devela muchas cosas.  Entre ello destaca el que no existe un reclamo generalizado de los mexicanos en el exterior por ejercer un derecho fundamental; la labor de organización de los partidos en el extranjero es mucho menos robusta de la que proclamaban (o por lo menos sus resultados son reducidos); las organizaciones de mexicanos en Estados Unidos que reclamaban, con justicia, su derecho a votar, tienen una base social relativamente débil.

Pero lo más profundo, insisto, quizá sea que al migrar muchos mexicanos empiezan a dejar de serlo. No se trata de una afirmación rotunda y dogmática (no es buena para todo migrante). Subrayo el "empiezan"... y eso es quizá lo que más trabajo nos cuesta aceptar.

Quizá en el futuro el derecho al voto y el resto de los derechos políticos derivarán más de la residencia que de la nacionalidad o por lo menos de una combinación de ambas.

11. Segunda vuelta en la elección presidencial y del Congreso. La posibilidad de una segunda vuelta permitiría que dejáramos de tener Presidentes electos por el 33% de la votación.

Existen dos tipos básicos en materia de sistemas: el de mayoría relativa y el de mayoría absoluta o especial a dos vueltas. La situación en América Latina presenta la siguiente característica: a nivel presidencial 13 países de un total de 18 exigen hoy una mayoría absoluta. De éstos, ocho países (Brasil, Chile, Colombia, El Salvador, Guatemala, Perú, República Dominicana y Uruguay) exigen 50% más uno, mientras que cuatro países (Argentina, Nicaragua, Ecuador y Costa Rica) exigen una mayoría calificada entre un 35 y un 45% de los votos para ganar en la primera vuelta.

A estos doce países se agrega Bolivia, con una situación muy particular, en la cual si ningún candidato obtiene el 50% más uno en la primera vuelta, la elección la realiza el Congreso entre los dos candidatos más votados. Solo cinco países han quedado fuera del sistema de mayoría absoluta o especial: México, Honduras, Venezuela, Panamá y Paraguay.

La tendencia de la reforma es pues clara, moverse de la fórmula de mayoría relativa, que predominaba hasta fines de los años 70, al sistema de doble vuelta.

Ningún país pasó del sistema de mayoría absoluta o calificada al de mayoría relativa. Por su parte, Uruguay, Colombia y República Dominicana cambiaron de mayoría simple  a mayoría absoluta; Argentina y Nicaragua lo hicieron de mayoría simple a umbral rebajado (este último país es el único que rebajó dos veces el umbral, para situarse finalmente en el 35%). Finalmente Ecuador reformó en sentido contrario a la tendencia regional, pasando del sistema de mayoría absoluta al de umbral rebajado

Se deberá considerar para el caso de México, el alto costo económico que representaría un sistema de mayoría absoluta o segunda vuelta, y si esta circunstancia podría dar mayor legitimación al Presidente electo, toda vez que las inconformidades que se originaron en el proceso electoral pasado se relacionaron con la intervención del gobierno en la elección y no así con el sistema electoral.

12. Candidaturas independientes.  Con la decisión de la SCJN los partidos pierden la exclusividad del poder público.
 Su resolución convalidó la constitucionalidad de las candidaturas independientes en Yucatán. Con ello, el debate sobre su viabilidad y conveniencia revivió.

Los ministros convalidaron la Ley de Instituciones y Procedimientos Electorales de Yucatán con una votación de seis a cinco.

En la Corte se concluyó que si bien el artículo 41 constitucional reconoce a los partidos políticos como vías que hacen posible el acceso de los ciudadanos al poder público, no determina su exclusividad para este fin. Además de que el derecho a ser votado, legitimado en el artículo 35 de la Carta Magna, es un derecho fundamental que está por encima de las prerrogativas de las instituciones partidistas.

Para Lorenzo Córdova, académico del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, es momento de analizar con detenimiento un tema que califica de "políticamente correcto".

Para el especialista hay tres puntos a discutir antes de que las legislaturas se pronuncien en favor de las candidaturas independientes.

El primero es el fenómeno de "… personalización de la política. Importan más en la contienda las caras, la imagen de los personajes, que los programas políticos y la batería ideológica, entonces se vacía el significado de la contienda democrática. Las candidaturas independientes terminan por alimentar el culto a la personalidad".

Adicionalmente, el voto retrospectivo no puede ser empleado como un instrumento de castigo en contra de un gobernante independiente, ya que si un candidato no es respaldado por un instituto político para acceder al poder, ¿A quién le pide cuentas el ciudadano sobre su ejercicio en caso de no ser satisfactorio? 

El segundo es que las candidaturas independientes terminan siendo planteadas como un remedio frente a la crisis de los partidos políticos y la política misma.

El tercero tiene que ver con los mecanismos de financiamiento de una postulación extrapartidista. "Necesita dinero para ser viable y se tendrían que crear mecanismos muy concretos para vigilar el origen de esos recursos", advierte el investigador Córdova.

En suma, es una "buena noticia; insuficiente, pero un gran paso, porque claramente la Suprema Corte señaló que el artículo 35 está por encima del 41. Es decir, lo que no está prohibido, está permitido".

Para Córdova, la Corte resolvió que la Constitución no establece el monopolio de los partidos políticos para acceder al poder, pero tampoco establece la obligatoriedad de las candidaturas independientes. En su opinión, "Por lo tanto queda a consideración del legislador federal o local permitirlas o no".

Esta decisión -que no sienta jurisprudencia porque no logró la mayoría necesaria de 8 votos y que sólo aplica para el estado de Yucatán- validó la legislación electoral de esa entidad que permite a los ciudadanos sin partido contender por la gubernatura, las diputaciones locales y las presidencias municipales.

A continuación se presentan algunos argumentos que presentaron sobre este tema los Ministros y dieron sentido a su voto.

· En la sesión del 3 de octubre, el Ministro Presidente Mariano Azuela señaló que dichas postulaciones desaparecieron de la ley mexicana en 1946 cuando se constituyeron los partidos políticos.

· José Ramón Cossío Díaz afirmó que el derecho fundamental a ser votado está por encima de las prerrogativas de los partidos políticos.

· Genaro Góngora sostuvo que los partidos no deben temer a los ciudadanos interesados en acceder al poder, por el contrario, deben ser el pretexto para democratizarse.

· Por su parte, el Ministro Guillermo Ortiz Mayagoitia recordó que el derecho a ser votado es considerado fundamental en la Constitución y en convenciones y pactos internacionales, como el de San José firmado en Costa Rica en 1969, que lo establece en su artículo 23.

Los ministros que votaron en contra de la constitucionalidad de las candidaturas independientes fueron: Juan Díaz Romero, Sergio Aguirre Anguiano, José de Jesús Gudiño Pelayo, Sergio Valls Hernández y Mariano Azuela.

Díaz Romero, por su parte, sostuvo que "Puede suceder que individuos de discutible conducta o malos manejos pretendan puestos electorales. Sería trágico que cualquier persona con dinero suficiente que no puede saberse de dónde se obtuvo, porque no hay controles, apoye a un candidato independiente".

El Ministro Aguirre Anguiano comparó el "negocio" de las candidaturas independientes con el de una secta que promete la salvación sin pasar por los "engorrosos" diez mandamientos, y con el de una medicina que asegure la esbeltez sin pasar por los "enojosos" ejercicios y  las "sacrificantes" dietas.

Los argumentos de los seis ministros a favor de la constitucionalidad del caso Yucatán revelan claramente que los derechos políticos son considerados por la Corte como derechos fundamentales de los ciudadanos y también que las convenciones internacionales firmadas y ratificadas por el Congreso, son garantías de esos derechos fundamentales. De aquí en adelante otras entidades federativas, además de Sonora y Yucatán, pueden aprobar legislaciones equivalentes. Lo lógico sería que en lugar de crear un nuevo mosaico electoral en el país, el Congreso Federal tomara una decisión equivalente.

El dar a los ciudadanos la oportunidad de ser candidatos a puestos de elección popular sin tener que pasar por el filtro de un partido- requiere reflexionar sobre dos cuestiones.  La primera es la denegación de justicia, o si se prefiere falta de un medio de acceso legal a la justicia. Al respecto, el Ministro Góngora Pimentel y la Ministra Margarita Luna Ramos señalan que no se puede llevar el caso al TEPJF porque ahí los particulares no tienen recurso, salvo para asuntos administrativos, y tampoco a la SCJN porque los ministros consideraban que el amparo no era la vía indicada para llevar asuntos de constitucionalidad al único tribunal constitucional de nuestro País.  Este es un problema real que la justicia mexicana no ha resuelto y una situación que el Legislativo puede corregir.

Los candidatos independientes en el ámbito internacional

Hay al menos 66 países que permiten las candidaturas extrapartidistas para   puestos de elección popular. En América Latina están los casos de Bolivia, Chile, Colombia, Ecuador, Honduras, Paraguay, Perú y Venezuela.

Desde 1989 en Chile son permitidas. En ese año, el empresario Francisco Javier Errázuriz Talavera se postuló como candidato independiente a la Presidencia y obtuvo el 15 por ciento de votos. Perdió contra Patricio Aylwin –Primer Presidente después de la transición chilena-, del Partido Demócrata Cristiano, quien logró 55 por ciento de la votación.

En México, los especialistas argumentan que uno de los temores de los partidos políticos para aprobar las candidaturas ciudadanas, es que estos pierdan el monopolio de sus recursos públicos, los cuales alcanzaron en el 2006 la cantidad de 4 mil 926 millones de pesos.

Para José Auth, -Doctor en Sociología por la Escuela de Altos Estudios en Ciencias Sociales de París y Secretario General del Partido Por la Democracia (PPD)-, aunque sólo siete ciudadanos han llegado al Parlamento en 17 años, las candidaturas independientes han obligado a los partidos políticos a reconsiderar en sus postulaciones las exigencias ciudadanas. "Son un factor correctivo que educa a los políticos", empero reconoce que buena parte de la estabilidad de Chile tiene que ver con sus instituciones político-partidistas. “Por lo tanto no haríamos nada para debilitarlas. Podríamos reducir las exigencias para los independientes, pero debemos cuidar la proliferación. Es un equilibrio necesario".

13. Las coaliciones. Podrán o no gustarnos, lo cierto es que los actores políticos las han aceptado y la ley las permite. Lo cierto es que aquellas que se están procesando llenan los requisitos fundamentales de la política: querer y poder. Poder, en un marco democrático, quiere decir que la ley lo autorice. En esta elección como en la del año 2000, las alianzas jugaron un papel determinante.  Hace 6 años para llevar a la oposición al poder con la alianza PAN-PVEM y, en la pasada elección del 2 de julio, los partidos que acompañaron al PRD no sólo afianzaron aún más su cuestionada supervivencia (en especial Convergencia) sino que cosecharon posiciones en el Congreso gracias a los votos de López Obrador. 

Lo redituable y estratégico de las coaliciones, sitúan a la baja las opiniones que rechazan las alianzas electorales, por considerar que desfiguran a los coaligados, los contaminan, y hacen que su perfil se diluya. Esa actitud tiene que ceder su lugar ante la evidencia de que las coaliciones son connaturales a la política, que si dos o más partidos creen que pueden trabajar de manera conjunta y coordinada tienen todo el derecho y la posibilidad de hacerlo.

Además, en un sistema multipartidista en el que nadie tiene la mayoría absoluta de los votos, lo que sería extraño es que ninguna de las organizaciones buscara alianzas.  Estamos ante un fenómeno natural de la mecánica política.

Por otro lado, suele pensarse de manera inercial que las coaliciones son una especie de suma mecánica de votos (y en ocasiones eso sucede). No obstante, sus derivaciones pueden ser más complejas: convertirse en una multiplicación pero también en una resta. 

Cuando dos o más partidos se unen, pueden atraer la adhesión de aquellos que valoran el esfuerzo unitario, pero también pueden repeler a quienes se sientan defraudados por una unión improcedente, insatisfactoria o contrahecha. 

Lo que sin embargo sigue generando una cierta irritación para algunos, es la fórmula a través de la cual se construyen las multicitadas coaliciones. Se dice y se escribe que los pequeños partidos se amparan en los grandes para refrendar su registro (y se cita sobre todo la experiencia de la coalición que se construyó en el año 2000 en torno al PRD), que entre ellos predeterminan la asignación de los votos necesarios para refrendar el registro y explotar las prerrogativas, y que de esa manera los ciudadanos pierden la capacidad de decidir qué partidos deben quedarse y cuáles irse. 

No obstante, ese problema lo genera la propia ley, por lo que sería pertinente modificarla. Estamos en presencia de un típico caso en donde una norma menor, aparentemente inocua, produce efectos indeseados. Se trata de un pequeño eslabón que al estar mal diseñado trastoca una de las premisas fundamentales de la normatividad electoral: que sean los electores los que decidan cuántos y cuáles partidos deben permanecer en el escenario.

La ley contiene una abundante regulación en torno a las coaliciones.  Existen normas que establecen requisitos, taxativas y procedimientos. Asimismo, se obliga a los partidos a firmar un convenio. Para el ejercicio de múltiples derechos los convierte en el equivalente de un partido (al registrar representantes ante el IFE, en el ejercicio de las prerrogativas de radio y televisión).   Sin embargo, "los partidos políticos que se hubieren coaligado podrán conservar su registro... si la votación de la coalición es equivalente a la suma de los porcentajes del 2% de la votación emitida, que requiere cada uno de los partidos políticos coaligados", y la coalición "participará en el proceso electoral con el emblema que adopte la coalición o los emblemas de los partidos coaligados... ".

Es decir, la disposición es correcta en su parte inicial: si un partido para mantener el registro requiere de un mínimo del 2 por ciento de la votación, una coalición entre dos de estos institutos políticos, en buena lógica, necesita por lo menos el 4 y una de tres por lo menos el 6. Pero dado que la coalición tiene que aparecer en la boleta con un solo emblema o con los emblemas conjuntos de los coaligados, nadie (ni la autoridad ni el ciudadano) está en capacidad de conocer cuántos votos aportó cada aliado. Por ello resulta obligado que los partidos pacten, a través de un convenio, la asignación de esos votos.   Esto, por supuesto, crea malestar.

Si por el contrario, las coaliciones se pudiesen integrar tal y como lo diseña la ley, pero conservando cada partido su espacio en la boleta, podríamos saber con precisión cuántos votos logró cada uno de los aliados. Ello haría innecesario el acuerdo previo entre los partidos para la distribución de votos y recuperaría para los electores la capacidad de decidir. Esa leve modificación, esa reforma menor, por supuesto mantendría el derecho de los partidos a forjar coaliciones.  Es más, las facilitaría, pero sobre todo permitiría conocer el auténtico respaldo que cada uno de los aliados tiene.  

Con una reforma de ese tipo, incluso la disposición que hoy impide que los partidos de nuevo ingreso puedan coaligarse, sería innecesaria, porque en todo momento se podría saber cuántos votos obtuvo el partido debutante.

Lo cierto, sin embargo, es que tendremos coaliciones que se procesarán bajo las normas vigentes. La cara venturosa de la operación es que las coaliciones tienden a simplificar frente a los electores, las opciones políticas y a ordenar el combate y el debate electoral. Mientras que la faz opaca es la que impide medir el verdadero arraigo social de cada uno de los aliados.

14. Reelección de legisladores.  La no-reelección legislativa se introdujo en la Constitución mexicana en 1933, por iniciativa de Plutarco Elías Calles –en ese entonces, ex Presidente de México-.


Ante el escenario actual del Congreso donde ningún Partido tiene la mayoría deben de considerarse los siguientes argumentos:


La reelección representaría un paso importante para lograr un "balance más equilibrado del poder entre las distintas ramas del gobierno mexicano", ya que de lo contrario, la capacidad legislativa se ve minada, pues se le niega el conocimiento de la negociación política y de las políticas públicas.


La reelección legislativa fortalece las reformas de largo alcance. 


En Europa, la reelección se concibe como un poder con el cual cuentan los ciudadanos para responsabilizar al legislador por su gestión.


Por lo tanto la no-reelección resulta muy cara para México y deja muy poco a cambio, ya que condena al país a que el diseño de su legislación esté hecho por legisladores que en algunos casos, carecen de experiencia y poseen un nivel de conocimientos bajo respecto de los asuntos que tratan, ya que el periodo de tres años es insuficiente para lograr consensos de largo plazo, además que niega a los ciudadanos la posibilidad de rendición de cuentas de los legisladores.

15. Actos realizados por terceros, que se relacionan con el proceso electoral. En el proceso electoral pasado, presenciamos un sin fin de actos que realizaron distintas organizaciones de ciudadanos, bajo la justificación del ejercicio al derecho de la libertad de expresión, en los cuales de manera velada establecieron una estrategia para dañar la imagen de precandidatos o candidatos como fueron las campañas negras (TU LE CREES A MADRAZO?... o UN PELIGRO PARA MÉXICO) y de las cuales el Consejo General del IFE no actúo de manera eficaz, por no poder sancionar a ciudadanos.
    

Por tal sentido debe establecerse un procedimiento sancionatorio para aquellos que realicen campañas negras y que faculte a la autoridad electoral intervenir de manera inmediata para que cesen tales actos y no vicien el proceso electoral.

16. Ley de Partidos Políticos.  El sistema de partidos políticos en México se encuentra altamente cuestionado por la sociedad, por la gran carga onerosa que representa al erario público sin que se vea una utilidad directa a la población. La regulación que se establece en el COFIPE, es insuficiente para la gran actividad que realizan dichos instituto políticos, por lo cual es pertinente que exista un ordenamiento especial para los Partidos Políticos, como existe en las democracias consolidadas de Europa y América Latina. 

Los puntos que deberá regular esta ley son: Constitución de Partidos Políticos; coaliciones y candidaturas comunes; democracia y justicia interna; estricta fiscalización y rendición de cuentas de recursos ordinarios; revisión de tareas tendientes a la promoción de la democracia; y destino de los bienes en el caso de perdida de registro.

De esta manera fortalecer el sistema de Partidos Políticos que se encuentra en crisis.

17. Competencia de las Salas Regionales del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.
Ante el cúmulo de trabajo que tiene la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, es necesario revisar la competencia para resolver los juicios para la protección de los derechos político electorales del ciudadano, relativos a los procesos internos locales, a efecto de que este medio impugnativo sea resuelto por las Salas Regionales del TEPJF, lo que ocasionará además que cercanía de los actores con el órgano resolutor.

18. Voto electrónico. Es imprescindible iniciar la transformación tecnológica en materia electoral, el uso de la credencial de elector que tiene diseño para implementar el uso de urnas electrónicas en los procesos federales es ya una necesidad para conocer los resultados electorales con precisión y rapidez que la sociedad requiera.

Esto abatiría importantes recursos financieros en la capacitación, en la recepción y cómputo de votos.

19. Financiamiento Público. No estamos de acuerdo en cambiar la fórmula del financiamiento contenida en el artículo 41 constitucional; en consecuencia, no sería necesario modificar el artículo 49 del COFIPE.  No obstante, en tratándose de financiamiento privado, proponemos discutir la pertinencia de su eliminación, lo cual además de facilitar la transparencia y rendición de cuenta en el uso de los recursos, prevendría escándalos de financiamiento paralelo, donde se utilizan montos superiores a los límites permitidos por la ley.

VI. Conclusiones.

1) El pasado proceso electoral, puso a prueba no sólo a las instituciones y al sistema de justicia electoral, sino también a nuestro marco legal en materia electoral.

2) No hay un régimen político perfecto.  El mejor sistema de gobierno es el que tiene el diseño institucional que funciona mejor en cada nación de acuerdo a su realidad.
3) Desde la perspectiva de la reforma del Estado, es necesario revisar el marco legal en materia electoral, desde la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales y la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en materia Electoral, a fin de actualizarlo y adecuarlo a las condiciones actuales de competencia electoral, además de avanzar en la fiscalización y rendición de cuentas.

4) Los retos que enfrenta el sistema electoral mexicano para actualizar la legislación en la materia, consisten principalmente en lograr concretar lo siguiente:

· Promover reformas claras y precisas que no dejen a la interpretación de algún actor el destino de los gobernados.  

· Dar certidumbre a la población sobre el valor de su voto.

· Fortalecer y dar certidumbre a nuestras instituciones electorales. 

· Evitar las suspicacias y los cuestionamientos en torno a futuros comicios.  Se deben generar mecanismos para dar certeza sobre los resultados al electorado.

· La democracia es un gran logro que no debe ser tan costoso. 

5) La actividad legislativa en materia electoral de los diputados integrantes de los diversos Grupos Parlamentarios y del Ejecutivo Federal durante la LIX Legislatura fue muy rica y productiva, se presentaron aproximadamente 105 iniciativas para adicionar o reformar los siguientes ordenamientos jurídicos: 25 para la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 67 para el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales; 11 relativas a la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en materia Electoral; y 2 del Código Penal Federal.

6) La actual LX Legislatura deberá retomar las anteriores iniciativas propuestas en materia de la reforma político-electoral.  Éstas se encuentran en estudio y algunas de ellas cuentan ya con proyecto de dictamen,  lo que ofrece una enorme oportunidad para aprovechar las experiencias de las discusiones sostenidas, a fin de encontrar y reforzar las coincidencias, detectar las divergencias y buscar los puntos de acuerdo sobre los temas a debate que permitan a cada uno de los Grupos Parlamentarios impulsar una reforma integral al marco legal en materia electoral.

7) Las agendas legislativas de los ocho Grupos Parlamentarios representados en la Cámara de Diputados (Partido Acción Nacional, Partido de la Revolución Democrática, Partido Revolucionario Institucional, Partido Verde Ecologista de México, Partido Convergencia, Partido del Trabajo, Partido Nueva Alianza, y el Partido Alternativa Socialdemócrata y Campesina), contienen dentro de sus propuestas legislativas el tema de reforma electoral como una de sus prioridades, por lo que se puede afirmar que existe, la voluntad política de los diversos Grupos Parlamentarios de abordar el tema con el objetivo de impulsar y concretar una reforma electoral que responda a la nueva realidad política de México.

8) Los retos para la actualización del marco legal en materia electoral, deberán propiciar la discusión y toma de decisiones de carácter político y legislativo sobre  temas relevantes, entre otros, los siguientes:

a. Reducir la duración de las campañas electorales;

b. Disminuir el financiamiento de los partidos y de los órganos administrativo y jurisdiccional en materia electoral;

c. Regular la relación entre medios de comunicación y partidos políticos;

d. Profundizar los mecanismos de fiscalización de los recursos partidistas;

e. Regular las precampañas;

f. Garantizar la libertad de expresión de los contendientes;

g. Renovar escalonadamente a los integrantes de los órganos electorales;

h. Establecer suplencia de los Magistrados integrantes del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación;

i. Establecer un plazo de prohibición, durante el proceso electoral, para la difusión de programas oficiales y obra pública a nivel Federal, estatal y municipal;

j. Revisar los el mecanismo para la emisión del voto de los mexicanos en el extranjero;

k. Segunda vuelta en la elección presidencial y del Congreso;

l. Candidaturas independientes;

m. Coaliciones;

n. Reelección de legisladores;

o. Actos realizados por terceros, que se relacionan con el proceso electoral;

p. Ley de partidos políticos;

q. Competencia de las Salas Regionales del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación;

r. Voto electrónico;

s. Financiamiento Público.

Cada uno de los temas enlistados, más los que se propongan y agreguen a la discusión deberán ser analizados, debatidos y consensuados al interior de cada uno de los Grupos Parlamentarios representados en el Congreso de la Unión, así como con representantes del Ejecutivo Federal para lograr la aprobación de una nueva legislación en materia electoral que responda a la realidad política de alta competencia electoral imperante en nuestro País.
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